[bookmark: _Toc366755199]Nº 18-2022
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas del tres de mayo de dos mil veintidós.
[bookmark: _Toc84564292]Sesión ordinaria con asistencia del Presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, del Vicepresidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano, del Secretario, máster Rodrigo Arroyo Guzmán, del Tesorero, licenciado Parris Quesada Madrigal, del Director 1, licenciado Freddy Chacón Arrieta y del Director 2, máster Alexander Arguedas Vindas. 
También asisten el máster Oslean Mora Valdez, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, y el licenciado Eduardo Chacón Monge, en su orden, Director interino, Subdirectora interina y Asesor Jurídico, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
[bookmark: _Toc102054704]ARTÍCULO I
Documento N° 444-2022
Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el orden del día presentado por la Secretaría Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
[bookmark: _Toc102054706]ARTÍCULO II
Documento N° 445-2022
Aprobación del Acta N° 17-2022 de la sesión celebrada el martes 26 de abril de 2022.
El máster Alexander Arguedas Vindas, se abstiene de aprobar los artículos del acta en los que no estuvo presente.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el acta N° 17-2022 de la sesión celebrada el 26 de abril de 2022.
ENTRA EL LICENCIADO PARRIS QUESADA MADRIGAL
[bookmark: _Toc102052130][bookmark: _Toc102054710]ARTÍCULO III
Documento Nº 442-2022
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, Secretario de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante correo electrónico de fecha 27 de abril de 2022, presentó lo siguiente:
“Quisiera plantear, como un punto de la próxima agenda, que se elabore una capacitación para los integrantes de la Junta, tanto en Riesgos como en Inversiones, así como normativa de la SUPEN.

Esto, me parece necesario, donde, la idea sería aprender o “rememorar” algunos temas en cada área. Podría ser que la capacitación sea brindada por los expertos contratados y que presiden los dos comités, y en el caso de la materia SUPEN, podría ser la Dirección con el apoyo de la Subdirección y de la misma Ana Lucrecia, dado que no tenemos presupuesto inmediato para esos fines.”

- 0 -
Manifestaciones de los integrantes:
Indica el máster Oslean Mora Valdez, que se compromete a reunirse con los asesores para realizar un plan de capacitación, y remitirlo en 2 semanas, aproximadamente.
Señala el licenciado Parris Quesada Madrigal, que a él le gustaría, antes de poder tomar una decisión al respecto, conocer el plan de capacitaciones que tiene JUNAFO, tanto de directivos y administrativos, si existe. Además, que no entiende bien la propuesta de don Rodrigo puesto que necesitan cursos de capacitación formal, y que él lo está pidiendo más informal, así mismo, que no sabe si es una condición de los presidentes de los Comités, de hacer eso, si está dentro del contrato.
Manifiesta el máster Oslean Mora Valdez, que sí existe un plan de capacitación aprobado por la Junta, que procura capacitar a todo lo que es personal administrativo, Junta Administradora y Comités Técnicos, y que el año pasado lograron consolidar una capacitación con la Universidad de Costa Rica y que, para este año, se están realizando los trámites de contratación administrativa, para la capacitación que se refiere a la Junta Administradora. Por lo anterior, les hará llegar nuevamente dicho plan de capacitación. 
Expresa el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que la propuesta de él va orientada en uniformar en la forma que trabajan, con los Comités, y que vayan en la misma línea en la toma de decisiones, que tiene la Junta, y con respecto a las capacitaciones, que la Dirección de la JUNAFO, incluya un plan de capacitación para la Junta, que ya podría ser externa, y más formal. Pero que, se podría, primeramente, aprovechar los recursos internos que se tienen para generar esa uniformidad, y esperar a que la Administración remita el plan de capacitación.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano dice que, él está de acuerdo con ambas propuestas, y que es necesario tener conocimientos técnicos que los presidentes de los Comités pueden darles.
Sugiere el licenciado Freddy Chacón Arrieta, que previamente a remitir el plan de capacitación, a la Junta, se les haga de conocimiento para la aprobación del mismo.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Acoger la propuesta presentada por el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, Secretario de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y solicitar a la Dirección de la JUNAFO que, en plazo de 2 semanas, remita a esta Junta, un plan de capacitación, utilizando recurso interno, para los miembros de Junta, sobre temas técnicos de los Comités de Riesgos e Inversiones, así como normativa de la SUPEN. Asimismo, un plan de capacitación externa, sobre temas que puedan ser de interés para los miembros de este Órgano Colegiado. 2.) Deberá la Dirección de la JUNAFO, remitir el plan de capacitación del periodo 2022, a conocimiento de los integrantes de esta Junta.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc101963245][bookmark: _Toc102054713]ARTÍCULO IV
Documento Nº 57-2021 / 416-2022
En sesión N° 02-2022 del 10 de enero de 2022, artículo XVIII, se reactivó el beneficio de pensión otorgado a la joven Astrid González Mora, a partir del 20 de enero del 2022, lo anterior en el entendido que debía demostrar mediante el documento idóneo el inicio de clases.
Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino y Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 245-JP/DJA-2022 del 19 de abril de 2022, comunicaron lo siguiente:
“Para su estimable conocimiento en forma atenta se remiten los cálculos mediante los cuales se establece el monto por cobrar que la pensionada judicial Astrid González Mora, cédula número (valor 1), mantiene con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por sumas giradas de más.

El beneficio de pensión de la joven González Mora se reactivó con fecha de rige 20 de enero de 2022 en la I Q de febrero de 2022, de acuerdo con la información de la fecha de inicio del Programa de Recepcionista Empresarial de la Academia Comercial San Marcos, comunicada por la pensionada.

Según correo electrónico del 10 de marzo de 2022, la joven Astrid González notificó el cambio en la fecha de inicio y día en que se impartiría dicho Programa, factores que le llevaron a buscar otra opción de estudio. Por lo que, remite un nuevo documento de matrícula en el Programa de Gestión de Talento Humano de la Academia Comercial San Marcos, el cual dio inicio el 08 de febrero de 2022.

De conformidad con dicha notificación esta oficina elaboró la cuenta por cobrar respectiva, por el período del 20 de enero de 2022 al 07 de febrero de 2022 (período en que no realizó estudios), la cual asciende a la suma de ¢300.842,16.

Con el oficio N° 180-JP/DJA-2022 de fecha 22 de marzo de 2022, se comunicó a la pensionada mediante correo electrónico el 23 de marzo de 2022, la cuenta por cobrar por la suma girada de más (se anexan diligencias). 

En dicho oficio se indica que, deberá comunicar el depósito del monto girado de más en un plazo de 10 días hábiles contados a partir de la fecha de notificación. El miércoles 06 de abril de 2022 se cumplió el tiempo establecido para informar la cancelación de la suma girada en demasía, sin embargo, a la fecha la joven González Mora no ha brindado respuesta a la notificación efectuada por esta oficina.

Cabe mencionar que, a la fecha el monto bruto mensual del beneficio de la pensionada Astrid González Mora es por la suma de ¢615.219,17 y la misma cumple los 25 años el 15 de junio de 2022. Actualmente tiene registrada una cuenta por cobrar del período de noviembre de 2021, la cual abona mediante un arreglo de pago por la suma de ¢150.000,00 mensuales.

Por lo antes expuesto, se traslada la presente comunicación a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para lo que a bien estime resolver, en relación con la cuenta por cobrar a nombre de la pensionada Astrid González Mora.

(…)

Anexos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

…”
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Manifestaciones de los integrantes:
Indica el licenciado Arnoldo Hernández Solano, que se debe agregar en el acuerdo, que en casos similares la Dirección de la JUNAFO, proceda de oficio y no remita los asuntos a Junta, para solicitar el permiso para hacer algo que administrativamente es muy fácil de hacer.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido lo informado por los másteres Oslean Mora Valdez, Bryan Calvo Calderón, en su orden Director interino de la Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y Jefe de Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, en oficio N° 245-JP/DJA-2022 del 19 de abril de 2022, y autorizar el cobro por parte de la Dirección de la JUNAFO, de las sumas giradas en demasía a la pensionada judicial Astrid González Mora en el período del 20 de enero de 2022 al 07 de febrero de 2022. Lo anterior, en el entendido que se le debe notificar a la señorita González a la brevedad, con el fin de poder llegar a un arreglo de pago, en razón de que en junio cumpliría 25 años, por lo que quedaría sin el beneficio de la Pensión, considerando que ya realiza un arreglo de pago, por una deuda de un periodo anterior. 3.) En lo sucesivo, deberá la Dirección de la JUNAFO, proceder de oficio, en casos similares, donde se tengan que recuperar sumas giradas en demasía.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc102052121][bookmark: _Toc102054715]ARTÍCULO V
Documento Nº 132-2021 / 438-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0093-SAF/DJA-2022 del 26 de abril de 2022, comunicaron lo siguiente:
“En atención a lo consignado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.°18-2020 del 01 de junio de 2020 artículo VI, se remite el análisis comparativo de títulos valores entre el BCR Custodio con respecto a los registros que se llevan en esta Dirección de la Junta Administradora del FJPPJ, relativo a las inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 31 de marzo 2022, de lo cual es importante indicar:

· Para que esta Dirección realice la conciliación requiere manipular los datos del estado de cuenta remitidos por el BCR Custodio, para lograr conciliar la información con los datos generados en los reportes del Sistema Integrado de Carteras de Inversión (SCI).

· Para algunas de las operaciones no ha sido posible conciliar los cupones uno a uno, por cuanto el estado de cuenta del Custodio agrupa algunos casos por fecha de vencimiento.

Así las cosas, se procedió a extraer del estado de cuenta la información correspondiente a los principales de los Títulos Valores y sus cupones en dólares y colones, los cuales se revisaron y coinciden con los registros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a excepción de las situaciones descritas anteriormente, las cuales han sido presentadas a la Custodia del BCR para su atención y corrección.

Por último, es importante destacar que la Custodia del Banco de Costa Rica aplicó mejoras en la información presentada, de lo cual las diferencias detectadas son de baja importancia relativa.

(…)

Anexos:




…”
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Manifestaciones de los integrantes:
Indica el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que estima necesario correr el punto 3, para crear uno, donde se solicite a la Dirección de la JUNAFO, que coordine con el Banco, un mecanismo para que se dejen de generar las diferencias o al menos minimizar ese impacto, y que este mecanismo deberá ser conocido por esta Junta, en un plazo no mayor a dos meses.
Manifiesta el licenciado Arnoldo Hernández Solano, que él cree muy difícil que no haya diferencias, porque las formas de hacer los cálculos, en los vencimientos de los cupones, y al hacerlo con fechas diferentes, siempre se van a dar, y que a él le satisface el informe, ya que antes había diferencias de diez mil dólares, aproximadamente, y ahora son mínimos los datos producto por la forma de cálculo.
Señala el máster Oslean Mora Valdez que, si ven el detalle de esa conciliación, las diferencias son mínimas para una cartera de más de mil millones de dólares, no significa ni el 0.01%, y que no es materialmente posible que no haya diferencias, pero que se han hecho una serie de mejoras para que las diferencias se hayan minimizado.
Se acuerda:	Una vez cocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0093-SAF/DJA-2022, del 26 de abril de 2022, en el cual remiten el informe del análisis comparativo de títulos valores entre el BCR Custodio con respecto a los registros que se llevan en la Dirección de la JUNAFO, relativo a las inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 31 de marzo 2022. 2) Deberá la Dirección de la JUNAFO, continuar con la subsanación de las diferencias presentadas conforme el compromiso de la entidad bancaria. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento del Comité de Inversiones y del Comité de Auditoría para el respectivo seguimiento.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc102054717]ARTÍCULO VI
Documento Nº 437-2022
Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, y Bryan Calvo Calderón, jefe interino de Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 234-JP-DJA-2022 recibido el 26 de abril de 2022, comunicaron:
“Para su apreciable conocimiento y fines consiguientes, en atención al oficio N° 930-2021 de fecha 01 de noviembre de 2021 referente al acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 43-2021, artículo IX, celebrada el 25 de octubre de 2021, el cual indica:

“[…] 1.) Tener por conocidas las gestiones de las estimables personas jubiladas judiciales: Carlos María Jiménez Vásquez, Gustavo Chen Quesada y Ana María Trejos Zamora, relacionadas con recomendaciones para la atención de los trámites de pensión para los familiares de personas activas o jubiladas fallecidas. 2.) Solicitar al jubilado Jiménez Vásquez que remita las gestiones o consultas por escrito para que esta Junta Administradora valore el otorgamiento de la audiencia, o en su defecto, responder por escrito las interrogantes presentadas. Es menester indicar a las personas gestionantes, que este Órgano está en total disposición para responder cualquier consulta que presenten. 3.) Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar a la Dirección de la JUNAFO para que realice un estudio sobre las interrogantes indicadas por las personas gestionantes; estudio que deberá ser presentado a este Junta Administradora para valorar lo que se estime pertinente.” El resaltado no es del original. 

Respetuosamente se remite para conocimiento de esa estimable Junta Administradora las siguientes consideraciones, para cada una de las gestiones presentadas:

El señor Carlos María Jiménez Vásquez, Jubilado Judicial, mediante correo electrónico del 18 de octubre de 2021, hizo de conocimiento lo siguiente:

“[…] Sé que cuando yo muera, si no existe conflicto de intereses, la normativa establece que los beneficiarios de mi pensión deberán presentar la solicitud respectiva para que sus derechos sean reconocidos. 

Me informan que hecha la solicitud, la cual debe ser de inmediato, porque si dejan pasar más de Un Mes, no se les entregará el beneficio a partir de la fecha de mi muerte. Es decir, sin dejarlos pasar un periodo de duelo, los beneficiarios deberán hacer de inmediato dicha solicitud, caso contrario el beneficio no será retroactivo a la fecha de mi muerte. 

Ahora bien: Desde la fecha de mi muerte, no importa el tiempo que pase, un día, tres, quince días, después que los beneficiarios hagan la solicitud para que se les adjudique la pensión a la que tienen derecho, DEBERÁN, léase bien, deberán esperar a que pasen OCHO MESES, ya que por normativa deberá esperarse a que se haga un estudio para determinar si los beneficiarios merecen recibir dicho beneficio. ¿Por qué? Porque dicho estudio establece primero quienes tienen derecho al beneficio, establecer el monto que es menor al monto original que percibía el pensionado o con derecho a pensión, y otros aspectos generales que piden como requisitos. En estos días tan difíciles, falleció un compañero ya hace tiempo pensionado, cuya pensión alcanzaba apenas para brindar un apoyo económico apenas para sus alimentos y costos de alquiler y …el resto se los dejó a su imaginación!!! Su familia hizo la solicitud y a estas alturas les dicen que faltan aún varios meses para que luego del estudio, se pase el resultado para que la Junta Administradora del fondo, decida si se otorga o no dicha pensión a la familia beneficiaria. Es decir, esa familia ha tenido que pedir prestado, acudir a personas cercanas, familia y amigos para poder sobrevivir, porque la Corte decidió que deben pasar Más o menos OCHO MESES, que dura el estudio de adjudicación o rechazo de dicha pensión.

Me llamó la atención porque tuvimos que ayudar a esta familia a sobrevivir con lo que podíamos brindarle, y consultando tanto a la junta como al Depto de personal, me indicaron que el estudio lo realiza el personal del Depto de trabajo social del PJ. Y que ese trabajo es como un apoyo de ese Depto, ya que no cuentan con personal para este tipo de tareas. O sea que habrá que esperar que el Depto de trabajo Social haga el trabajo propio de esa oficina y luego saquen tiempo para hacer este tipo de estudios. LEAN BIEN: OCHO MESES, deben esperar estas familias para poder percibir este derecho que por ley está establecido. 

PREGUNTA: Señores de las Asociaciones y Sindicatos del Poder Judicial: Porque no enfocan sus baterías a que este derecho de los familiares que además de sufrir la pérdida de un ser querido, van a tener que pasar hambre y penumbras a causa de un mero trámite administrativo que de humano no tiene nada, sea entregado casi de inmediato, y sin ignorar la normativa. 

Se puede hacer y eso es posible. Ese derecho no es un regalo de la Corte a la familia del difunto, fue la cotización que él realizó con esfuerzo para que su familia no tenga que sufrir después de su partida. 

Designar un despacho exclusivo para que atienda dichos estudios a la mayor brevedad posible, que el tiempo sea el adecuado para que la familia pueda hacer frente a sus necesidades. 

Esta debería ser una de las metas u objetivos que deben perseguir las fuerzas vivas del PJ. Yo en lo personal haré lo que corresponde con el fin de que mi familia no tenga que pasar el sufrimiento doble que tiene que pasar la familia que les mencioné anteriormente. 

Independientemente de lo que yo proceda, creo que Uds deberán hacer la tarea, para que ninguna familia de los judiciales, tenga que pasar por el sufrimiento que ahora (en este momento) sigue pasando esta gran familia!!!"

Es importante hacer las siguientes aclaraciones a lo manifestado por el señor Jiménez Vásquez:

1. Que respecto a la fecha de rige del beneficio de pensión, este se encuentra normado por el Reglamento General del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en su artículo N° 37 el cual establece lo siguiente:

“Artículo 37. – Sobre el derecho de pensión. El derecho de la pensión regirá al día siguiente del fallecimiento del exservidor (a) judicial o de la persona jubilada fallecida siempre y cuando tanto el causante, como la persona solicitante, cumplan con todos los requisitos establecidos tanto en la LOPJ, este reglamento y demás normativa aplicable, para el goce de tal beneficio.

Lo anterior, en caso de que la solicitud respectiva se presente durante los primeros quince días hábiles de acontecida la muerte de la persona jubilada o servidora activa, en los casos en los que la solicitud se presente posterior a ese plazo, el beneficio se otorgará a partir de la fecha de presentación de la respectiva gestión […]”.

2. Ahora bien, respecto al tiempo que tarda el trámite de pensión, el plazo estipulado para la atención de un proceso de asignación o rechazo por parte de la JUNAFO, se ha establecido en dos meses para que la administración remita el informe respectivo una vez se recibida toda la documentación del trámite y un mes para que la JUNAFO resuelva la solicitud de pensión planteada (conforme el artículo N°. 25, inciso h. del Reglamento General del FJPPJ).

“[…] Una vez que se haya recibido la documentación completa, la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que la Junta disponga, deberá rendir el informe respectivo, en un plazo no mayor a dos meses, contado a partir del recibo de la totalidad de la documentación solicitada en este artículo. La Junta deberá conocer la solicitud de pensión dentro del mes siguiente al recibo del informe de las oficinas tramitadoras y en ese plazo, deberá emitir la aprobación o denegatoria de la solicitud de pensión planteada.”

Resulta necesario destacar que dicho plazo está sujeto al estudio socioeconómico que el Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, debe realizar a las personas beneficiarias como parte del proceso de asignación de pensión, el cual determina la dependencia económica que estas poseían respecto a los ingresos de la persona fallecida, elemento de gran importancia que debe valorar la Junta Administradora para el otorgamiento del beneficio, conforme lo establece la Ley Orgánica del Poder Judicial en el artículo N°. 228, por lo que, se convierte en un insumo indispensable para resolver la gestión. Los familiares de la persona fallecida, no son beneficiarios del Régimen automáticamente, sino, que deberán demostrar el cumplimiento de los requisitos legales para obtener tal categoría, dentro de los cuales el estudio socioeconómico practicado es el principal insumo para esto. 

El resultado de dicho estudio puede tardar de uno a cuatro meses aproximadamente, esto dependerá de la carga de trabajo que el Departamento posea, ya que no solo tramitan estudios para asignación de pensión sino que desempeñan sus propias tareas para el ámbito jurisdiccional y demás dependencias institucionales, además, depende entre otros factores de la disposición de la persona para presentarse a la cita de entrevista o desarrollo de trabajo de campo en caso de requerirse, por lo que en caso de ausencia se les debe prorrogar las fechas y por ende el estudio se atrasa. Recibido el estudio del Departamento de Trabajo Social, la Unidad de Cálculo de Beneficios de la Dirección de la JUNAFO, inmediatamente procede con la confección del informe a la Junta Administradora para la valoración del caso en concreto. 

Adicional a lo anterior, es importante señalar que existen casos de mayor complejidad, que presentan alguna situación que puede provocar un retraso en el plazo estipulado, por ejemplo:

· Cuando más de un familiar solicita el beneficio o las personas solicitantes son de distintos grupos familiares: Ya que deben estar todos los estudios de Trabajo Social para definir el porcentaje de asignación que le corresponderá a cada una de las personas gestionantes.

· Cuando la persona beneficiaria es mayor de 25 años edad con discapacidad: Porque debe ser valorada por la Comisión Calificadora de la Invalidez de la Caja Costarricense del Seguro Social, para determinar si tiene discapacidad permanente (esto en los casos en que no sea declarada la discapacidad) por lo que se depende de una institución externa con tiempos más extensos.

· Cuando existe algún proceso judicial relacionado o en ausencia de documentación probatoria suficiente: Ya que la JUNAFO debe solicitar criterio legal a la Dirección Jurídica o asesoría legal de la JUNAFO, ampliación de estudios de Trabajo Social, o documentación adicional a la persona gestionante, para la aprobación del beneficio de pensión.

En conclusión, el procedimiento de asignación del beneficio de pensión cuenta con un asidero normativo para llevar a cabo la asignación de los recursos, ya que al tratarse de dineros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la Junta Administradora debe buscar primero la sostenibilidad de este y en segundo lugar cumplir con el debido proceso en la asignación de los recursos de todas las personas afiliadas al FJPPJ, sin dejar de lado que existe una dependencia de otras áreas del Poder Judicial para contar con los insumos necesarios para este trámite.

[bookmark: _Hlk67663557][bookmark: _Hlk72142191]En otro orden de ideas, el señor Gustavo Chen Quesada, Jubilado Judicial, mediante correo electrónico del 18 de octubre de 2021, manifestó lo siguiente:

“[…] “En el tema de la asignación de beneficiarios de pensión por defunción de persona jubilada y con el fin de reducir significativamente el tiempo para otorgarla, propongo que la Gerencia del Fondo construya una base de datos de herederos jubilatorios con el escaneo de las constancias de matrimonio y de nacimiento de hijos con derecho a pensión jubilatorio, además de la declaración correspondiente para las uniones libres. También, el documento estándar (formulario) de designación de beneficiarios por parte de la persona jubilada.

Con esa información, al momento de la presentación de la constancia de defunción se verificará la correspondencia de derechos y la Junta Administrativa girará la pensión *provisional* en las proporciones correspondientes. Provisional mientras se hace el estudio por parte de trabajo social. Será *pensión definitiva* cuando la Junta Administrativa tenga los resultados del estudio y resuelva lo que compete.

Será responsabilidad entregar y actualizar esa información a las personas jubiladas.

Así como se hace con el Socorro Mutuo donde se designan de antemano las personas beneficiarias, se agilizará la asignación de primeros beneficiarios de pensión.

Yo no veo limitante legal de hacerlo por reglamento, pues no se deja de cumplir lo estipulado por Ley. No obstante, se debe hacer la consulta legal de tal procedimiento”.

Con respecto a lo manifestado por el señor Chen Quesada se tienen las siguientes consideraciones: 

En cuanto de la designación de personas beneficiarias es importante aclarar que, con la entrada en vigor de la Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, (Ley N°. 9544) a la Ley Orgánica del Poder Judicial, a partir del 22 de mayo de 2018, el “Formulario de designación de beneficiarios(as) al Fondo de Jubilaciones y Pensiones” aportado por las personas servidoras judiciales en condición de propiedad y actualizado por las personas jubiladas judiciales, dejó de tener validez administrativa o legal para efectos de determinar cuáles personas pueden ser beneficiarias de una pensión por fallecimiento. 

Lo anterior, ya que en su artículo N.° 228 se encuentra establecido quiénes y bajo qué parámetros pueden ser derechohabientes, así como su respectivo orden de prelación. En virtud de lo anterior, es que dicho formulario dejó de ser recibido por la Dirección de Gestión Humana para incluirse en el expediente personal, a continuación, el detalle de lo dispuesto en el citado artículo:

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.

b) El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil.

c) El cónyuge divorciado o separado judicialmente o de hecho, excompañero, que disfruta a la fecha del deceso de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte del causante.

Tienen derecho a pensión por orfandad:

1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:

1.1) Solteros menores de edad.

1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.

1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas.

En ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad, tienen derecho a pensión los padres, si al momento de fallecer el causante dependían económicamente de este”

Dado que al momento del fallecimiento de la persona jubilada o servidora judicial activa pueden presentarse diversas situaciones que provoquen que la posible persona beneficiaria no tenga el derecho a solicitar el beneficio por ejemplo: que los hijos sean mayores de 18 años y no estudien, que sean mayores de 25 años y no tengan condición de discapacidad, que se divorcie de su cónyuge actual o se separe de su compañero sentimental, o conviva con una persona por más de tres años, pero que alguno no posea aptitud legal para casarse, conforme la legislación civil, entre otras cosas, no se considera factible solicitar previo al fallecimiento la documentación de comprobación de requisitos (certificaciones, declaraciones juradas u otras), ya que las condiciones varían con el tiempo y es hasta el momento del suceso y posterior a la valoración del Departamento de Trabajo Social que se puede determinar quienes realmente tiene el derecho a presentar la solicitud y recibir el beneficio por pensión de este régimen jubilatorio.

En cuanto a una pensión provisional que propone el señor Chen Quesada, se destaca que hasta el momento en que la Junta de por aprobado el beneficio de pensión, ninguna persona solicitante puede ser acreedora de monto alguno a su favor, dado que deben cumplirse los preceptos establecidos en los artículos N.° 228, 229 y 230 de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente, para ser considerada beneficiaria de este Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, razón por la cual no se considera posible atender esta petición. Adicionalmente que existe una diferencia entre ámbito de pensiones alimentarias, dónde la Ley que rige dicha materia si prevé la posibilidad de establecer una pensión alimentaria provisional, a diferencia del marco legal que ampara al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y al Sistema Nacional de Pensiones Costarricense.

Aunado a esto, es imperativo tomar en consideración que las actuaciones de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial deben estar apegadas al principio “pro fondo”, el cual expone que se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de las personas pensionadas actuales y futuras. En razón de lo cual, otorgar prestaciones económicas de pensión temporales a solicitantes que posteriormente puedan ser declarados como “no beneficiarios” generaría cuentas por cobrar con alta probabilidad de impago en perjuicio de los intereses de este régimen básico. 
 
Finalmente, la máster Ana María Trejos Zamora, Abogada del Bufete Hidalgo Trejos y Chin Wo, mediante correo electrónico del 18 de octubre de 2021, comunicó:

“[…] Buenas tardes, Señores/ras. Como sugerencia respetuosa, estimo necesario y conveniente, que se haga una especie de protocolo, guía o reglas prácticas que sirvan de respaldo informativo y actualizado sobre trámites que deben cumplirse ante el evento inevitable del fallecimiento de algún/a jubilado/a o pensionado/a. 

Por experiencia en otros casos, hemos sabido de eventos muy dolorosos en medio de la angustia los familiares o allegados/as que andan buscando la información pertinente pues no todas las personas cuentan con los recursos y el conocimiento para ello, verdad?

Igualmente ocurre con el socorro mutuo y otros trámites que surgen en favor de los parientes…”

Referente a lo anterior, se informa que la Dirección de la JUNAFO para el año 2022 ya cuenta con un procedimiento y ha ampliado los canales de información para la población jubilada, pensionada y trabajadora de la Institución, dónde se ha trabajado en la publicación en página web de formularios e información relevante para agilizar el acceso a todas las personas y de esta manera dotar de mayor conocimiento de la materia, entre los que podemos mencionar: 

· Un banner informativo sobre los requisitos para el otorgamiento de las pensiones en su página web: https://fjp.poder-judicial.go.cr/ a la cual tienen acceso todas las personas vía internet.
· Publicación en la página web de los requisitos para la solicitud de jubilación o pensión donde se explican detalladamente los pasos a seguir en caso de gestionar alguno de esos beneficios.
· Publicación en la página web de los formularios (para descarga) que deben completarse para los trámites de jubilación o pensión. 

De igual manera se está diseñando campañas y otros proyectos de información de aspectos relacionados con el FJPPJ y sus trámites, a saber:

· Realización de sesiones de charlas en materia de pensiones para la población jubilada y pensionada, en las que se aclararan dudas de las personas.
· En colaboración con la Dirección de Gestión Humana se trabaja en la inclusión de aspectos generales del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en el curso de inducción al Poder Judicial.
· Campaña de bienvenida a personas funcionarias de nuevo ingreso a la institución, esto se realiza en coordinación con el Subproceso de Reclutamiento de la Dirección de Gestión Humana.

Finalmente, con el afán de brindar un mejor servicio la Dirección de la JUNAFO ha ampliado los medios de comunicación a disposición de todas las personas jubiladas y pensionadas para sus consultas y trámites:

1. Creación de una Unidad de Servicio al Cliente que se encarga de tramitar las consultas, dudas y canalizar los trámites que las personas requieren a las Unidades especializadas de la Dirección de la JUNAFO. 
2. [bookmark: LPlnk794130]Una cuenta de correo electrónico exclusiva para gestiones: srvcliente_jadm@poder-judicial.go.cr.
3. Dos líneas telefónicas:2549-1594/2549-1591.
4. Una plataforma de atención presencial y preferencial en las oficinas ubicadas en Sabana Sur, Calle Morenos, 70 metros al sur de la iglesia del Perpetuo Socorro, edificio Impala.
5. Entrega de constancias de pago de beneficios o de pertenencia al régimen, en las Administraciones Regionales del Poder Judicial en coordinación con la Dirección de la JUNAFO.

Posteriormente, el pasado 8 de abril de 2022 se recibió el oficio N°. 248-2022 en el cual se comunica lo acordado por la JUNAFO en sesión N° 15-2022 celebrada el 05 de abril de 2022 artículo VIII que indica:

“[…] Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo manifestado por la máster Ana María Trejos Zamora, Abogada del Bufete Hidalgo Trejos y Chin Wo, y previamente a resolver lo que corresponda, trasladar a la Dirección de la JUNAFO, para que, en conjunto con la Asesoría Jurídica, rindan un informe en el plazo de 10 días hábiles, donde señalen el estado actual de este asunto indicado por la señora Trejos Zamora, y propongan mejoras al procedimiento que se está y estaría siguiendo en el futuro inmediato con respecto a la fijación y aprobación de las pensiones.” 

De esta misma manera, el pasado 19 de abril de 2022, se realizó una reunión con la Máster Débora Rivera Romero, Jefa de Sección de Trabajo Social del Departamento de Trabajo Social, con el fin de coordinar el contenido y la duración de los informes que son emitidos desde dicha Sección, en la que se tomaron varios acuerdos en cuanto a esta labor y se dará seguimiento al tema con el fin de mejorar el servicio. 

Así las cosas, se remite el presente informe en atención a lo acordado por esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y se considera que han sido atendidas las interrogantes presentadas por los señores Jiménez Vásquez, Chen Quesada y la señora Trejos Zamora, y que se han efectuado y se continuarán realizando ajustes y mejoras a la operativa con el fin de ampliar los canales de información con la población jubilada, pensionada y trabajadora judicial que se encuentra bajo el amparo de este Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de igual manera, señalar que existe un alta dependencia en los informes de valoración o peritajes sociales para determinar el grado de dependencia económica de las personas gestionantes conforme lo establece la legislación actual, lo anterior para lo que a bien la JUNAFO estime resolver.”
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Manifestaciones de los integrantes:
Indica el licenciado Arnoldo Hernández Solano, que se tiene por recibido el informe, en razón de que ya se conversó con las personas interesadas.
Señala el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que él comprende el informe, pero le sigue generando preocupación el quedarse solo en que se actúa conforme lo dicta la ley, sin que exista una forma de ayudar a las personas que sufren la pérdida de un ser amado y requieren alguna ayuda o celeridad. Me parece que lo prudente, podría ser, solicitar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, un mecanismo legal, que le permita a las familias dolientes, sobrevivir un tiempo prudencial en tanto se finaliza el o los procesos que se indica en los documentos. Al menos, de su parte, comprende y acepta el informe, pero no, por estar apegado a la legalidad quiere decir que no se puede buscar caminos alternativos, siempre apegados a la legalidad, pero no a la literalidad total, dado que este tema es humano. Pensar que, solo decir no, es pro-fondo, para él, es incorrecto.
Informa el máster Oslean Mora Valdez que, dentro de los alegatos de las personas gestionante, está esa posibilidad, de dar una pensión temporal, mientras se hace todo el trámite, que dentro de los alegatos que responde la administración, es que las personas se hacen beneficiarias de una pensión hasta que así los declare la Junta, no siendo el mismo caso para los jubilados, que se hace beneficiario en el momento que cumple con los requisitos, sea o no declarado por la Junta, y se estaría ante la posibilidad de asignar recursos a una familia, que después resulte no ser beneficiaria, ejemplo, en casos de cónyuge conviviente y un ex cónyuge, en el oficio de respuesta se analizan estas situaciones y se establecen, porqué no es posible hacerlo de esta manera. Adicionalmente, recuerda que, aunque no es un tema del Fondo, es un tema que sí cubre a la población judicial, y es el Fondo de Socorro Mutuo, que incluye a las personas jubiladas, por lo que, en caso de fallecimiento de la persona, el Fondo ha permitido el cubrir las primeras necesidades de la familia doliente, durante los primeros meses. Asimismo, resalta que el problema que se está teniendo que, para declarar a un familiar beneficiario de estos recursos, como pensionados, se solicita un informe del Departamento de Trabajo Social y Psicología, que duran bastante, de 2 a 6 meses o más, y depende de la dinámica familiar en ese momento, así como de la cantidad de los gestionantes.
Dice el licenciado Arnoldo Hernández Solano, que no hay forma de hacer un adelanto, ya que la Ley no lo permite, y una solución podría ser, solicitar a Trabajo Social que se agilice la presentación de los informes y poder aprobar las pensiones a la brevedad.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, refiere que el hecho generador de CAPREDE, fue adelantar salario, cuando antes el salario lo pagaba haciendo y se creó la caja de préstamos, y se cobraba un descuento, en ese momento. Respecto al tema, indica que el Fondo de Socorro Mutuo es el que cubre esa emergencia de duelo o de fallecimiento de alguna persona, lo que no se sabe es el monto, y el valora la propuesta de don Rodrigo, y solicitar el informe Jurídico, con el fin de evaluar la situación, y si existe alguna posibilidad.
Aclara el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que el Socorro Mutuo no se puede tocar para las familias dolientes, porque se puede nombrar a cualquiera persona, no necesariamente de la familia con la que convive, y que inclusive hay personas que no nombran a nadie, por lo que el trámite se alarga. Asimismo, que solicitar el informe, es hacer un poco por las personas, más humana, que solo números.
Informa la licenciada Ingrid Moya Aguilar, que precisamente días antes de la fecha del informe, la Administración se reunió con el Departamento de Trabajo Social y Psicología, para valorar la posibilidad de que pudieran colaborar con el tema de los tiempos, y doña Deborah, la jefa de dicho Departamento, indicó que sí, que ellos iban a valorar todas las variables que se necesitan dentro del informe para que la Junta, tomara la decisión de si otorga o no el beneficio y el porcentaje.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, comenta que estaba analizando la Ley de Socorro Mutuo del Poder Judicial, y que como el hecho generador es la muerte del mutualista, considera que lo que deberían de gestionar, es que todos los que estén activos, hagan una revisión de las personas beneficiarias del Socorro Mutuo, y que la idea es socorro de defunción, y direccionarlos, en el sentido que se esperaría que se le deje a los familiares, sin obligar a nadie, sino como recomendación, porque no se puede adelantar una pensión.
Expone el licenciado Eduardo Chacón Monge, que la Junta Administradora, no debería pronunciarse o emitir un comunicado sobre el Fondo de Socorro Mutuo, en razón de que es competencia de la Dirección Ejecutiva y el Consejo Superior, la Ley Orgánica del Poder Judicial no le otorga esa facultad a la Junta Administradora.
Aclara el doctor Juan Carlos Segura Solís, que él se refiere a realizar un convenio para esos casos excepcionales, ya que, si se da una pensión, como medida cautelar, y resulta que la persona no resulta beneficiaria, se podría incurrir en una violación al principio de legalidad, porque se le estaría dando un derecho a una persona que tiene una expectativa de derecho.
Agrega el licenciado Parris Quesada Madrigal, que es un tema de la Corte Plena, no de Consejo Superior.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido el estudio presentado por los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, y Bryan Calvo Calderón, jefe interino de Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 234-JP-DJA-2022 recibido el 26 de abril de 2022, sobre la atención de los trámites de pensión para los familiares de personas activas o jubiladas fallecidas. 2.) Solicitar a la Asesoría Legal de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, valorar alternativas dentro del marco de legalidad, que permita colaborar económicamente a las familias que solicitan el beneficio de pensión por sobrevivencia y que se encuentran en dificultades económicas, por el periodo en el que se hace el estudio correspondiente para determinar si cumplen con los requisitos establecidos en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, hasta que este órgano conozca el informe de la solicitud, lo anterior, con la finalidad de no desamparar a los gestionantes.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc102054720]ARTÍCULO VII
Documento N° 1362-2021 / 425-2022
El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director y la licenciada Roberth Fallas Gamboa, Profesional en Derecho 3B, ambos de la Dirección Jurídica, en Criterio N° DJ-C-156-2022, del 21 de abril de 2022, remitieron lo siguiente:
“En el oficio número 978-2021 del 23 de noviembre del año en curso, se transcribe el acuerdo de la JUNAFO número 46-2021 del 05 de noviembre del mismo año, artículo III. El acuerdo pidió a esta Dirección Jurídica la ampliación del criterio DJ-AJ-C-407-2020.

Al respecto, se expresa lo siguiente: 

I.- EXORDIO. –

Según se infiere del oficio antes señalado se estima importante recalcar los siguientes actos que según el fondo del asunto tienen relevancia para emitir el criterio correspondiente:

a. El Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión número 10-18 del 06 de febrero de 2018, artículo XXXIX le reconoció tiempo servido en una municipalidad a un servidor judicial. Como efecto del reconocimiento y según se puede ver de dicho acuerdo, se pidió al Departamento Financiero Contable del Poder Judicial (FICO) tomar nota de lo resuelto para que solicitara en favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJP) el traslado de cuotas correspondientes.

b. FICO en el oficio número 142-TI-2018 del 06 de marzo de 2018 y como consecuencia del acuerdo señalado en el acápite anterior solicitó a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) el traslado de los aportes realizados por el servidor judicial en el régimen de pensión básico (IVM) al FJP.

c. El Consejo Superior, posteriormente en la sesión número 78-18 del 04 de setiembre de 2018, artículo LXXXVII, dejó sin efecto parcialmente el reconocimiento de tiempo servido dispuesto en el acuerdo visible en el apartado “a” anterior. Al respecto, el contenido del acuerdo citado en este punto permite verificar la modificación parcial del acuerdo 10-18 puesto que literalmente señaló: “1.) Dejar sin efecto el acuerdo tomado en sesión N° 10-18 celebrada el 6 de febrero de 2018, artículo XXXIX, en el que se reconoció para efectos de anualidades y jubilación un total de 4 años, 10 meses y 13 días, laborados para la Municipalidad de Palmares, a partir del 14 de setiembre del 2017. 2.) Suspender en forma inmediata el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tenía el licenciado Ortega Navarrete con el Fondo de Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de anualidades y jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana indique a cuánto tiempo de servicio reconocido, corresponde la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por el señor Gerardo Ortega Navarrete para cancelar su deuda con el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, producto del reconocimiento de tiempo servido aprobado. En el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación.” (El resaltado no es original). De manera que, el motivo del traslado de los fondos de un régimen al otro se mantuvo incólume, pues se tuvo reconocido por parte del Consejo Superior un tiempo servido concordante con lo deducido del salario de la persona solicitante hasta el momento de la suspensión de dicha deducción.

d. En febrero del 2019 CCSS trasladó las cuotas hechas por el servidor judicial en el régimen del IVM al FJP y que fue ordenado por el acuerdo del Consejo Superior 10-18 citado en el punto “a” anterior.

e. El 29 de octubre del 2021, la Dirección y la Jefatura del Proceso Financiero de la JUNAFO en el oficio 0468-PF-2021, señalaron que en julio del 2020, FICO había planteado una serie de cuestionamientos relativos a la determinación del procedimiento correcto para la atención de situaciones “que se presentan con los traslados de cuotas por reconocimiento de tiempo servido de otro régimen hacia el…” FJP, pero que no se contempló en ellos el caso dilucidado en los cuatro apartados anteriores y por ello, pide a la JUNAFO pronunciamiento sobre el “tratamiento de los dineros que le fueron acreditados al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de lo cual no se tiene una Cuenta por Cobrar activa para aplicar dichas sumas, las cuales ascienden a ₡ 3,722,769.78, por lo que contablemente en la actualidad se mantiene como una cuenta por pagar en tanto se disponga del tratamiento a seguir”. 

f. JUNAFO, acordó en la sesión transcrita en el oficio 978-2021 una ampliación del criterio DJ-AJ-C-407-2020 que circunde el tratamiento adecuado sobre los recursos trasladados en el caso concreto y sobre el momento procesal oportuno para la devolución de estos.

II.- CRITERIO. –

a. Abstracción del caso concreto. – 

De previo a la exposición de la opinión solicitada, se estima oportuno recordar que, en aplicación de lo dispuesto en el Reglamento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, contenido en la circular 251-2017, aprobado por la Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia en el artículo XXXIII de la sesión número 47-14, celebrada el día 06 de octubre de 2014, debe entenderse que esta Dirección cumple funciones de asesoría jurídica en términos generales respecto de los alcances de la legislación vigente y no sustituye la valoración de cada caso concreto que legalmente compete al órgano administrativo decisor, en virtud de lo cual, este acto constituye una orientación jurídica general sobre la base de la información y solicitud que se plantea, sin que se prejuzgue sobre ningún caso concreto. 

Recuérdese que la labor de la asesoría legal en materia de criterios y opiniones jurídicas, es orientar en los alcances legales del ejercicio administrativo, pero un límite legal y ético de quienes ejercen una adecuada asesoría jurídica, es no sustituir a los órganos competentes en el ejercicio de su decisión, sino tan solo ofrecer elementos para su valoración o de lo contrario, los órganos de decisión quedarían vaciados de su autoridad, sus competencias y responsabilidades y quedarían tan solo como simples repetidores o ejecutores de lo que el asesor diga, lo que haría que, en la práctica, sea el asesor jurídico quien ostente el poder institucional, a contrapelo de la decisión de la sociedad expresada en la legislación que otorga y deslinda las competencias públicas.

b. El criterio DJ-AJ-C-407-2020. –

El supuesto enunciado en el criterio del que se pide la ampliación tiene que ver con unos casos en los que el Consejo Superior había reconocido a algunas personas empleadas judiciales el tiempo servido en otras instituciones públicas estatales; pero, de forma posterior modificó parcialmente tales reconocimientos. Ello generó zozobra en la Dirección Ejecutiva a tal punto de cuestionarse la procedencia de la devolución al IVM de algunos de los montos trasladados en virtud de los acuerdos prístinos y que fueron modificados después. Como bien es sabido, cada vez que el Consejo Superior hacía los reconocimientos de cita, espontáneamente se ordenaba el traslado de los aportes realizados por los beneficiarios desde el régimen jubilatorio al que pertenecían hacia el FJP, ello porque el acto administrativo en el que se reconocía los tiempos servidos en otros sujetos de derecho público estatales, en virtud de su eficacia, exigía al Departamento Financiero Contable del Poder Judicial comunicar la orden del traslado de los fondos respectivos. Así las cosas y ante la inquietud de la Dirección Ejecutiva, el Consejo Superior consultó en aquel momento a esta Dirección Jurídica si aquellos aportes reubicados podían sostenerse en el FJP a pesar de la modificación parcial posterior de los acuerdos de reconocimiento de tiempo servido; y la respuesta por parte de esta Unidad Asesora fue afirmativa. 

Se determinó en ese dictamen que “el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial valida el sostenimiento de los montos trasladados por otros regímenes de pensiones al del Poder Judicial, porque el aporte de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no pueden ser devueltas a las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión”. En la nota “3” puesta al margen de la página número 4 de ese criterio se estimó que, tal normativa es consecuente con el principio “pro fondo” y de solidaridad que imperan en la materia de la seguridad social. Además, se señaló que “esos aportes pueden ser trasladados mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico al momento de otorgarse la jubilación o pensión a alguna persona…”, todo ello conforme al numeral 234 de la LOPJ el cual establece:

“Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión.

La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente.

En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.”.

Estima esta Dirección Jurídica que la norma es muy cristalina, de ella puede inferirse con facilidad que los aportes provenientes de otros regímenes al FJP deben mantenerse ahí y que, la salida de estos hacia otros diversos sistemas de seguridad social jubilatorios sólo operará cuando se vaya a otorgar la jubilación en esos otros regímenes a través de una liquidación actuarial y ante la solicitud de traspaso emanada del régimen obligado a otorgar el beneficio social. Además, advierte que, si en ese momento el monto solicitado por el otro régimen es mayor al liquidado por el FJP, únicamente se trasladará lo determinado actuarialmente y si más bien es menor se trasladará el exceso de la cuota obrera al Régimen de Pensiones Complementarias al que se encuentre adscrita la persona beneficiaria. En ese sentido están planteadas las conclusiones del criterio puesto en la palestra.

Aunado a ello, la modificación parcial de los acuerdos originarios relativos a los reconocimientos de tiempo servido, no implica desde el punto de vista de esta Dirección Jurídica que, el motivo para ordenar el traslado de un régimen a otro no se mantenga incólume, porque el Consejo Superior en los acuerdos posteriores modificatorios ordenaba expresamente que, debería reconocerse siempre el tiempo servido concordante con lo deducido del salario de las personas que solicitaban el reconocimiento de tiempo servido hasta el momento de la suspensión de esa deducción. También debe entenderse que dichos traslados se ampararon a un acto válido y eficaz en su momento, generador de plenos efectos jurídicos y como tal fundaron la incorporación de los aportes al FJP en su momento amparado a dicha consecuencia jurídica de la conducta administrativa adoptada por el órgano colegiado.

c. Principios “Pro fondo” y de solidaridad. – 

Por otra parte, el artículo 73 de la Constitución Política, determina que los fondos de los seguros sociales regulados por el sistema de contribución forzosa tripartita (Estado, patronos y trabajadores) cuya finalidad es la protección de las personas trabajadoras contra los riesgos de la vejez, muerte o la invalidez, no pueden ser transferidos ni empleados en finalidades distintas a las que motivaron su creación. Según el voto de la Sala Constitucional número 05261-1995 de las 15:27 horas del 26 de setiembre de 1995, la contribución forzosa mencionada, prevé un régimen contributivo de seguridad social. “Este régimen contributivo exige un mínimo de cotizaciones que permita la sostenibilidad del sistema, ya que se conceden beneficios a todos los trabajadores, siempre y cuando, éstos hayan contribuido al fortalecimiento del sistema de la seguridad social” (el resaltado no es originario). Agrega el voto citado que la modalidad contributiva, se constituye en un fondo con los aportes de los trabajadores, de los empleadores o patronos, y del Estado para sufragar el costo de los beneficios, una vez que el trabajador se acoge al retiro. Todas las personas cotizantes, deben repartirse las cargas, junto con el patrono y el Estado, para que el sistema de retiro pueda ser autosuficiente. Tales aportes, son una obligación legal, “que es condición esencial para la existencia misma del régimen, creada precisamente, en beneficio de los mismos contribuyentes. En otro sentido, la única forma como los sujetos titulares de la pensión o jubilación pueden disfrutarla plenamente, es sufragando el costo proporcional que les corresponde del total del sistema”. Ello apunta sin duda a una serie de principios como el de igualdad, solidaridad y universalidad dimanados de la misma constitución y de normas internacionales de derechos humanos como el Convenio número 102 de la OIT Convenio sobre Seguridad Social, que tienen, no sólo el rango superior a la ley ordinaria que les confiere el artículo 7 de la Constitución, sino también un amparo constitucional directo que prácticamente los equipara a los consagrados expresamente por la propia Carta Fundamental, al tenor del artículo 48 de la misma.

A pesar de la claridad de las consideraciones dadas en el acápite “b” de este desarrollo y de lo expuesto en el parágrafo previo inmediato, no sobra agregar que las cotizaciones hechas a los regímenes de seguridad social no son “un simple depósito en una cuenta individual de ahorro a mayor o menor plazo”, más bien constituyen “la obligación impuesta por ley a ciertas personas y entidades de contribuir al sostenimiento de las cargas económicas de los regímenes de seguridad social, de acuerdo con criterios también fijados legalmente”. “La aportación del trabajador implica su participación en la redistribución de la renta de una colectividad a nivel personal, pues se toma parte de su propia renta para que, en vez de quedar a su libre disposición, se destine forzosamente a contribuir a los costes de un servicio público: la seguridad social”. Es decir, esos aportes “constituyen un fenómeno de redistribución”. Las cuotas retenidas no son patrimonio de los cotizantes, la función que cumple la individualización no va más allá de “permitir el cálculo del derecho que en su oportunidad le corresponda, de conformidad con las leyes” a las personas cotizantes y “Admitir lo contrario equivaldría, por ejemplo, a que, individualizando lo que una persona paga por un impuesto determinado, se le permitiera exigir su devolución en caso de estimar intrascendental –según su particular punto de vista– la inversión que de él haga el Estado” (Voto de la Sala Constitucional 4249 de las 17:30 horas, del 17 de junio de 1998). En tal sentido esa misma Sala refirió en la sentencia 6638 de las 16:00 horas del 15 de mayo de 2013 que:

“…es claro que hay toda una dinámica en un sistema de seguridad social, entre varios factores, como la comunidad de cuotas que ingresan y de las prestaciones que constituyen sus egresos, todo lo cual produce una presión sobre el fondo o reserva de las pensiones, y que, según se ha indicado, hay que fortalecerla, con lo que la propia Constitución Política establece en el artículo 73 de la Constitución Política, es decir, mediante una contribución forzosa (derivada del principio de solidaridad social), del Estado, Patrono y Trabajador. Debe, en consecuencia, prevenirse cualquier forma erosiva de su reserva o fondo. Cuando el constituyente establece un sistema forzoso de seguridad social, implica que el trabajador, el empresario y el Estado entregan una prima o cuota periódica indisponible, como parte de un programa de protección de una colectividad no individualizable, para enfrentar una eventual contingencia, pero como es evidente se carece de un derecho de propiedad sobre el fondo y sus reservas aun cuando el aporte al sistema se relaciona con el salario, no lo hace con la prestación, porque solo reconoce un derecho de pertenencia al régimen básico.”.

Por su parte la Sala Segunda ha hecho énfasis en el papel preponderante que tiene el principio de solidaridad en materia de la seguridad social pues, los aportes de las personas trabajadoras “se convierten en parte de un patrimonio común, que solo se individualiza cuando deba hacerse el cálculo del derecho jubilatorio” y no un ahorro que “desnaturalizaría el sistema imperante en un Estado Social de Derecho” (sentencia 00205-2021 de las 08:50 horas del 03 de febrero de 2021). 

En otro orden, debe recordarse que el principio “pro fondo” no sólo es usado cuando existe incerteza sobre la aplicación normativa constituyente de la materia de la seguridad social, sino que implica también que cualquier ejercicio hermenéutico jurídico atinente a ese estadio, deba orientarse a la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del FJP (artículo 56 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial)[footnoteRef:1], lo cual es lógico, razonable y proporcional porque como se señaló pertenece a la colectividad. [1:  El artículo 56 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial establece “Las decisiones tomadas por la Junta Administradora se realizarán bajo los parámetros establecidos por el ordenamiento jurídico en aplicación al Principio Pro-Fondo”. Es una obligación de la JUNAFO que todas sus decisiones procuren el sostenimiento del FJP.] 


Por tanto, proceder antes del otorgamiento del beneficio jubilatorio o de pensión a los traslados del FJP hacia cualquier otro régimen de jubilaciones; o, a mayor agravamiento para el FJP, devolverlos de manera directa a las personas posibles acreedoras de los beneficios de uno u otro sistema de seguridad social, sería contrario al derecho de la Constitución, al numeral 234 LOPJ y a los principios denotados, en detrimento del interés colectivo que está sobre el particular en lo que a la materia de análisis se refiere. 

III.- CONCLUSIONES. –

[bookmark: _Hlk101427059]a. Los traslados de los aportes tripartitos a un régimen de jubilaciones y pensiones básico hacia el FJP que, hayan sido ordenados por el Consejo Superior con motivo de reconocimientos de tiempo servido y que luego dichos reconocimientos fueran modificados parcialmente por ese mismo órgano judicial, constituyen patrimonio común del FJP y por tanto se debe mantener en este último, salvo lo que se dirá en el siguiente punto. Debe entenderse que dichos traslados se ampararon a un acto válido y eficaz en su momento, generador de plenos efectos jurídicos y como tal fundaron la incorporación de los aportes al FJP en su momento amparado a dicha consecuencia jurídica de la conducta administrativa adoptada por el órgano colegiado. 

b. Al momento de otorgarse el beneficio jubilatorio o por pensión en cualquier otro régimen ajeno al FJP, las personas beneficiarias tendrán derecho al traspaso de los aportes existentes en el FJP al régimen que les otorgará el beneficio, con estricto apego a las delimitaciones establecidas en el numeral 234 LOPJ en lo que corresponde al procedimiento definido en el. Ese procedimiento es: 1° el régimen en el que se jubilará o pensionará una persona, solicitará al FJP el traslado de los fondos que estime pertinentes al momento de otorgar la jubilación o pensión, 2° el FJP trasladará mediante una liquidación actuarial el monto respectivo, 3° si el monto determinado en la liquidación actuarial es menor que lo solicitado, se enviará sólo lo liquidado, 4° si el monto liquidado es mayor, se remitirá lo pedido y el exceso de la cuota obrera se trasladará al régimen de pensiones complementario al que esté afiliada la persona interesada.

Se deja así ampliado el criterio. 
 
Advertencias:

• El presente criterio se funda en un razonamiento técnico jurídico con base en la aplicación del ordenamiento jurídico administrativo y el supletorio aplicable a la materia, cualquier valoración de oportunidad y conveniencia que sea necesario realizar, es competencia de las unidades decisoras y ejecutoras correspondientes. 

• El presente criterio se emite con base en la información suministrada por la unidad requirente del mismo, mediante oficio No. 978-2021 del 23 de noviembre del año en curso, de la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Por lo anterior, no le corresponde a este órgano asesor la responsabilidad por la veracidad de dicha información. 

• Cualquier traslado del presente criterio a terceros no involucrados en los procesos de análisis y toma de decisiones con respecto al objeto del mismo, deberá ser realizado previa despersonalización de cualquier dato sensible que se haya consignado en dicho documento.

• No se advierte incompatibilidad o conflicto ético para la emisión del presente criterio, en tanto que los temas indicados no inciden en los derechos subjetivos de los suscribientes, ni hay vínculos de ningún tipo con la persona sobre la cual gira el análisis del criterio.

• El presente criterio se emite con base a la consulta realizada, por lo que es responsabilidad de la unidad requirente precisar y delimitar la o las consultas formuladas a esta Dirección.”

- 0 -
En sesión N° 46-2021 del 05 de noviembre de 2021, artículo III, se tuvo por conocido el informe en el cual consultaban sobre los recursos que se tenían a favor del señor Gerardo Ortega Navarrete, por traslado de cuotas del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Además, se le solicitó a la Dirección Jurídica ampliación del criterio jurídico número DJ-AJ-C-407-2020 de 2 de julio de 2020, referente al tratamiento adecuado sobre estos recursos y el momento procesal oportuno para la devolución de estos recursos en estudio.
[bookmark: _Toc98419377]Luego, en sesión N° 13-2022 celebrada el 21 de marzo de 2022, artículo V, se tomó nota de lo comunicado por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0063-SAF/DJA-2022 del 14 de marzo de 2022, donde informan que la Dirección Jurídica no ha culminado con la ampliación del criterio jurídico número DJ-AJ-C-407-2020 de 2 de julio de 2020, solicitado en sesión N° 46-2021, artículo III, celebrada el 05 de noviembre de 2021, referente al “tratamiento adecuado sobre estos recursos y el momento procesal oportuno para la devolución de estos recursos en estudio”, relativo a los dineros trasladados por la Caja Costarricense del Seguro Social, producto del traslado de cuotas del señor Gerardo Ortega Navarrete. Por lo anterior, se remitió recordatorio a la Dirección Jurídica, en el sentido que se encuentra pendiente la presentación del citado criterio. 
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido y acoger el informe ampliado del criterio DJ-AJ-C-407-2020, remitido por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director y la licenciada Roberth Fallas Gamboa, Profesional en Derecho 3B, ambos de la Dirección Jurídica, en Criterio N° DJ-C-156-2022, del 21 de abril de 2022. 2.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para su aplicación.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc102054723][bookmark: _Toc34222240]ARTÍCULO VIII
Documento Nº 448-2022
El señor Tomás Soley Pérez, Superintendente General de Seguros (SUGESE), la señora María del Rocío Aguilar Montoya, Superintendente General de Entidades Financieras (SUGEF) y de Pensiones (SUPEN) y el señor Luis González Aguilar, Intendente General a.i. de Valores (SUGEVAL), mediante oficio N° SGS-C-0032-2022, SGF-0833-2022, A80/0-695, SP-409-2022, del 25 de abril de 2022, remitieron circular externa, que dice:
“…

Dirigida a: 

Conglomerados y grupos financieros activos inscritos en la SUGEF, SUGESE y SUGEVAL.

Asunto: Presentación del Reglamento sobre Supervisión Consolidada.

Las Superintendencias generales:

Considerando que: 

0. [bookmark: _Hlk100253538]El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, mediante los artículos 7 y 4 de actas de las sesiones 1722-2022 y 1723-2022, celebradas el 28 de marzo del 2022, aprobó para el envío en consulta pública por 30 días hábiles el Reglamento sobre Supervisión Consolidada. 

0. Este proyecto normativo surge a partir de la reforma legal según la Ley No. 9768 publicada en el Alcance 242 de la Gaceta 209 del 04 de noviembre 2019, que genera una oportunidad para la actualización de las disposiciones reglamentarias sobre grupos o conglomerados financieros, que atiende no solo los retos que han sido identificados a lo largo de más de 25 años de supervisión de los grupos sino que también permite la incorporación de los principios internacionales que tratan sobre la supervisión de conglomerados financieros, que está desarrollada por organismos como el Joint Forum en los "Principios para la supervisión de conglomerados financieros".

0. En aras de lograr la mejor compresión de los objetivos de supervisión prudencial sobre el proyecto normativo, resulta conveniente realizar una presentación a las controladoras incluidas en el alcance de la regulación del Reglamento sobre Supervisión Consolidada.

Dispone: 

1. Invitar para el 29 de abril del 2022, de 02:30 p.m. a 04:30 p.m a la presentación de los principales contenidos del proyecto del Reglamento sobre Supervisión Consolidada y de la reforma legal que lo motivó.

1. Se recomienda que los participantes estén familiarizados con los trámites de autorizaciones que llevan a cabo los conglomerados y grupos financieros, así como los cálculos de suficiencia patrimonial, control de límites y es gestión de riesgos a nivel grupal; elementos que se desarrollan en el proyecto Reglamento sobre Supervisión Consolidada del cual se sugiere su lectura previa.

1. Las personas designadas para participar en esta presentación podrán inscribirse en el siguiente enlace: Reglamento sobre Supervisión Consolidada. No existe límite de cupo para dicha presentación.”
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Manifestaciones de los integrantes:
Informa el máster Oslean Mora Valdez, que ya ocurrió y que hubo participación por parte de la Administración.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de la circular externa remitida por el señor Tomás Soley Pérez, Superintendente General de Seguros (SUGESE), la señora María del Rocío Aguilar Montoya, Superintendente General de Entidades Financieras (SUGEF) y de Pensiones (SUPEN) y el señor Luis González Aguilar, Intendente General a.i. de Valores (SUGEVAL), mediante oficio N° SGS-C-0032-2022, SGF-0833-2022, A80/0-695, SP-409-2022, del 25 de abril de 2022, y de lo manifestado por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la JUNAFO.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc102023633][bookmark: _Toc102054726]ARTÍCULO IX
Documento Nº 381-2022 / 441-2022
En sesión Nº 16-2022 celebrada el 19 de abril de 2022, artículo V, se aprobó la jubilación de la señora Iris Rocío Rojas Morales, magistrada de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, a partir del 1 de mayo de 2022.
Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0269-JP/DJA-2022 del 26 de abril de 2022, comunicaron lo siguiente:
“En sesión 16-2022, celebrada el pasado 19 de abril de 2022, artículo V, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial conoce y aprueba el informe Nº 021CJ-2022 de la Dirección de la JUNAFO, correspondiente al cálculo de jubilación de la señora Iris Rocío Rojas Morales, quien en fecha 8 de marzo de 2022, presentó una solicitud para hacer efectivo su retiro a partir del 01 de mayo del presente año. Seguidamente, se transcribe lo acordado:

“Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Aprobar la jubilación de la señora Iris Rocío Rojas Morales, magistrada de la Sala Primera, cuya asignación mensual bruta será de ¢ 8,732,690.38 (ocho millones setecientos treinta y dos mil seiscientos noventa con treinta y ocho céntimos), menos las deducciones de Ley correspondientes, a partir del 1 de mayo de 2022.” (el resaltado no pertenece al original)

Mediante un comunicado de Prensa se supo que la señora Rojas Morales fue reelecta como magistrada de la Sala Primera por los próximos cuatro años, razón por la cual esta Dirección procedió a consultarle si deseaba continuar con el trámite de su jubilación, obteniendo la siguiente respuesta de su parte:

“Con respecto a su consulta, me permito comunicarle que por motivo de la reelección en el cargo como Magistrada de Sala Primera por el siguiente período constitucional, les solicito dejar sin efecto dicha solicitud.”

En virtud de lo anterior, se pone en conocimiento de la JUNAFO lo manifestado por la señora Rojas Morales y respetuosamente se solicita dejar sin efecto lo acordado en la sesión 16-2022 celebrada el pasado 19 de abril de 2022, artículo V, quedando en suspenso la fecha en se acogerá al beneficio de jubilación.
(…)

Anexos:

1) Acuerdo de jubilación:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

2) Solicitud para dejar sin efecto:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

(…)”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo informado por los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0269-JP/DJA-2022 del 26 de abril de 2022, sobre lo señalado por la señora Iris Rocío Rojas Morales, magistrada de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia. 2.) Dejar sin efecto el acuerdo tomado en la sesión Nº 16-2022 celebrada el 19 de abril de 2022, artículo V, donde se aprobó la jubilación de la señora magistrada Rojas Morales, a partir del 1 de mayo de 2022, en el entendido que se hará efectiva a partir de la fecha en que oportunamente se indique. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior.
La Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, la Dirección de Gestión Humana, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, tomarán nota para los fines consiguientes.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc101963251][bookmark: _Toc102054729]ARTÍCULO X
Documento N° 417-2022
Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0250-JP/DJA-2022 del 20 de abril de 2022, comunicaron lo siguiente:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Elia María Canessa Ramírez, cédula de identidad (valor 1) en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Ricardo Alonso Li Piñar, cédula de identidad (valor 2), cuyo deceso acaeció el 11 de febrero de 2022.

I. Origen

Esta Dirección en fecha 25 de febrero de 2022, recibió la gestión de la señora Canessa Ramírez, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposo. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante. 

II. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N° 22-000163-0738-TS recibido por esta Dirección el 4 de abril de 2022 y suscrito por el Licda. Kathia Umaña Salazar, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Canessa Ramírez. 

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

La señora Elia María Canessa Ramírez tiene 59 años de edad, cuenta con estudios universitarios incompletos y se desempeña en los oficios domésticos de su hogar.

La persona valorada justifica la gestión del presente proceso judicial, en razón de que refiere era la esposa del ex-servidor judicial fallecido señor Ricardo Alfonso Li Piñar, quien afirma se constituía en el soporte económico del hogar para alcanzar la satisfacción de necesidades básicas dentro de este.

Señala la persona valorada que, a sus 24 años de edad previo a un período de noviazgo de seis a ocho meses, inicia convivencia en unión a derecho con el ex-servidor judicial fallecido, estableciendo vínculo matrimonial el 23 de octubre de 1986, unión que se extendió por espacio aproximado de 35 años, conformando un sistema familiar nuclear en el cual se dio la procreación de tres hijos a saber: Allan Li Canessa, 33 años de edad, casado y labora como médico Forense en los Tribunales de Justicia de San Carlos; Wagner Li Canessa, 31 años de edad, soltero, es Ingeniero en Telecomunicaciones/Sistemas y labora como consultor informático para Impetus Internacional S.A.; Heiner Li Canessa, 23 años de edad, soltero, estudiante de Ingeniería en Sistemas en la Universidad Técnica Nacional y labora para Amazon Support Service Costa Rica.

Dicha convivencia es caracterizada por la señora Canessa Ramírez como estable, donde prevaleció la toma de decisiones en común y una asertiva comunicación, sin manifestaciones de violencia doméstica, consumo de licor ni drogas, con algunas diferencias por la crianza de los hijos sin llegar a presentarse separaciones.

La persona referida se dedicaba a las labores domésticas y cuidado de su prole, siendo el señor Li Piñar quien se constituía en proveedor económico del hogar, figurando como el encargado de solventar las necesidades materiales y pago de servicios tales como: electricidad, agua potable, alimentación, salud, educación, vestido, calzado, entre otros.

Con el paso de los años los dos hijos mayores adquieren independencia habitacional y económica, a la vez que el menor de ellos se traslada a vivir en el grupo familiar de los abuelos maternos, por lo que la pareja queda habitando sola en el domicilio; no obstante, al presentar el ex-funcionario judicial fallecido deterioro en su salud con dificultad de movilización asociado a padecimientos como "ENFERMEDAD RENAL CRONICA AVANZADA y DIABETES MELLITUS", requiere de apoyo familiar para su desenvolvimiento cotidiano, por lo que previo a su deceso el señor Wagner (hijo) retorna al hogar primario como una figura de apoyo emocional, soporte, contención y acompañamiento hacia sus progenitores.

Por su parte la persona referida en el ámbito de salud, se expone que tiene una condición que requiere atención médica y farmacológica, al ser portadora de lumbociática, colitis crónica e insuficiencia venosa en ambos miembros inferiores, debiendo comprar para atender sus padecimientos algunos medicamentos que no le suministra la Caja Costarricense de Seguro Social como etoricoxib, daflon y medias elásticas, situación que incrementa sus gastos económicos.

Acerca de la vivienda donde habita la señora Elia María se expone y documenta mediante consulta pública realizada al Registro Nacional que es propia, la cual se observa de mediana extensión, en buen estado físico de conservación construida en cemento, piso cerámico, techo de zinc; se encuentra distribuida en sala, comedor, cocina, tres dormitorios, corredor, cuarto de lavado, dos baños y dos servicios sanitarios; está ubicada en zona semiurbana con presencia de vecinos cercanos y acceso a servicios públicos. Posee menaje adecuado para la ejecución de las actividades cotidianas. Es habitada únicamente por la persona referida y su hijo Wagner, quien afirma se encuentra temporalmente en el domicilio.

Desde el ámbito económico, se reporta según fuente documental consultada, que el señor Li Piñar percibía por concepto de pensión ¢387,260.28 (trescientos ochenta y siete mil doscientos sesenta colones con 28/100), monto que se constituía en la fuente de ingreso del grupo familiar, por lo que su fallecimiento implicó un impacto en razón de que la señora Elia María queda desprotegida, al constituirse en una pérdida de la capacidad adquisitiva para sufragar los gastos del hogar, quedando a partir de ese momento solo con el apoyo económico y en pago de servicios que de manera responsable le brindan sus hijos, el cual como ellos lo señalan inicia ante los problemas de salud del padre mediante la compra de medicinas y se incrementa ante el fallecimiento de este por quedar la madre sin una fuente de ingreso económico.

Cabe destacar que, según lo expuesto este apoyo económico hacia la señora Canessa Ramírez es temporal mientras se resuelve el trámite de la pensión, alcanzando un promedio de ¢265,000.00 (doscientos sesenta y cinco mil colones con 00/100); cantidad considerada por la persona referida como insuficiente, enfrentando dificultades para suplir las necesidades materiales, adquisición de artículos personales y de salud, mostrando total dependencia hacia su prole.

En cuanto a los egresos, se reportan por un monto total mensual de ¢379,525.51 (trescientos setenta y nueve mil quinientos veinticinco colones con 51/100), el cual está sujeto a variaciones mensuales e incluye los siguientes conceptos: alimentación, carnes y verduras, servicio telefónico residencial, servicio telefónico celular prepago, servicio de cable digital e internet, servicio eléctrico, servicio de agua potable y compra de cilindro de gas.

Asociado a lo expuesto hay que tener presente la existencia de otros rubros que la actora debe solventar como son compra de artículos personales, vestido, calzado, actividades recreativas, impuestos municipales, compra de medicamentos, apoyo económico a sus progenitores, entre otros que se invisibilizan por no devengarse de forma mensual, aunque de igual manera afectan la economía del hogar.

Según la información descrita anteriormente, se evidencia que existe un déficit de ¢114,525.51 (ciento catorce mil quinientos veinticinco colones con 51/100) con respecto a los ingresos percibidos por la señora Elia María, situación ante la cual se ha visto obligada a ajustar gastos en el hogar como estrategia de organización familiar, a la que ha tenido que recurrir por no contar con el ingreso de su esposo afectando el estilo de vida al que estaba habituada.

Al momento de la valoración no se identifica aparte de sus hijos, en el ámbito institucional ni comunal red de apoyo efectiva, que le permita a la señora Elia María suplir las necesidades de primer orden.

IV. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“[…]Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“[…] Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 
V. Conclusiones
Con base en lo antes expuesto se puede concluir que:
· El peritaje socioeconómico practicado a la señora Elia María Canessa Ramírez, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Ricardo Alonso Li Piñar, era él quien asumía los gastos del hogar, por lo que la señora Canessa Ramírez dependió de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley N° 9544 la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N° 228 de dicha Ley. 

· Según certificaciones aportadas por la señora Canessa Ramírez, se constató que no es beneficiaria de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía.

· El estudio revela que el fallecimiento del señor Li Piñar le ha causado a su esposa afectación en el área económica, ya que todos los gastos del hogar eran cubiertos por él, de forma tal que, la ausencia de su aporte no puede ser cubierta por la valorada toda vez que la misma no cuenta con ingresos propios.

· De acuerdo con la información recabada por la trabajadora social encargada del peritaje, se desprende que los ingresos económicos mensuales de la señora Canessa Ramírez son menores que sus egresos y a la vez que están sujetos al aporte de sus hijos, al encontrarse sin una fuente de ingreso propia para lograr solventar los gastos del hogar y cubrir sus necesidades vitales, que acorde con la información aportada asumía el fallecido, situación ante la cual la señora Elia María solicita se le considere como la beneficiaria de la pensión en cuestión con la que pretende solventar sus necesidades básicas de subsistencia.

· A partir del estudio realizado, se identifica como factor protector que la señora Elia María cuenta con apoyo emocional y económico por parte de sus hijos; no obstante, según lo expuesto este apoyo económico es temporal mientras se resuelve el trámite de la pensión. Además, doña Elia considera este aporte como insuficiente, dado que enfrenta dificultades para suplir las necesidades materiales, adquisición de artículos personales y de salud, mostrando total dependencia hacia su prole.

VI. Datos de interés

· [bookmark: _Hlk59037314]La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Ricardo Alonso Li Piñar era de ¢506,325.08 (quinientos seis mil trescientos veinticinco colones con 08/100) mensuales en bruto.

· [bookmark: _Hlk62749140]Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Elia María Canessa Ramírez de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢405,060.06 (cuatrocientos cinco mil sesenta colones con 06/100) mensuales en bruto.

· Es importante destacar, que el estudio del Departamento de Trabajo Social determinó como egresos mensuales la suma de ¢379,525.51 (trescientos setenta y nueve mil quinientos veinticinco colones con 51/100), lo que sería equivalente a un 74.95% aproximadamente del monto que recibía por beneficio de jubilación el señor Li Piñar. Cabe señalar que, en dicho monto no se está incluyendo la compra de artículos personales, vestido, calzado, actividades recreativas, impuestos municipales, compra de medicamentos, apoyo económico a sus progenitores, entre otros; que se invisibilizan por no devengarse de forma mensual, aunque de igual manera afectan la economía del hogar.

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 25 de febrero de 2022, un total de 10 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Li Piñar. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión a la señora Canessa Ramírez, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento, sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Medios de notificación:

(…)”
- 0 -
Manifestaciones de los integrantes:
Indica el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, propone modificar el monto, para que pase a ser del 80%, esto porque el mismo informe señala que hay una serie de gastos que no se prevé o incluyen por no ser gastos mensuales, pero que al final, sí son gastos.
Se acuerda: 	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Elia María Canessa Ramírez, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Ricardo Alonso Li Piñar, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0250-JP/DJA-2022 del 20 de abril de 2022, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, por lo anterior, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Junta acuerda: Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Canessa Ramírez cuya asignación mensual será de ¢405,060.06 (cuatrocientos cinco mil sesenta colones con 06/100) mensuales en bruto, equivalente al 80% del monto de la jubilación que recibía el jubilado judicial al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 12 de febrero de 2022.
El máster Alexander Arguedas Vindas, se abstiene de votar por no estar presente en la discusión del acuerdo.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, vota por otorgarle el 74.95%, citado en el informe del Departamento de Trabajo Social y Psicología.
La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda. 
Se procede con la votación, y se aprueba por mayoría, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc101963253][bookmark: _Toc102054731]ARTÍCULO XI
Documento N° 423-2022
Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0239-JP/DJA-2022 del 20 de abril de 2022, comunicaron lo siguiente:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Vilma María Rodríguez Rodríguez, cédula de identidad (valor 1) en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Álvaro Ledezma Rojas, cédula de identidad (valor 2), cuyo deceso acaeció el 24 de enero de 2022.

VII. Origen

Esta Dirección en fecha 18 de febrero de 2022, recibió la gestión de la señora Rodríguez Rodríguez, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposo. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante. 

VIII. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N° 22-000229-0728-TS recibido por esta Dirección el 8 de abril de 2022 y suscrito por el Lic. Erwin Arias León, perito del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Rodríguez Rodríguez. 


IX. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

La señora Vilma María Rodríguez Rodríguez cuenta con 84 años de edad, con un nivel educativo de primaria completa y se desempeña como administradora del hogar. 

De acuerdo con la información obtenida, la señora Rodríguez Rodríguez contrajo nupcias con el señor Ledezma Rojas el 21 de enero de 1954, siendo cónyuges por 68 años hasta el deceso del señor Álvaro. De esta convivencia procrean dos hijas y un hijo, Vilma María, María de los Ángeles y José Martin, con apellidos Ledezma Rodríguez.

[bookmark: _GoBack]Por su parte, el señor Álvaro se pensionó de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial hace aproximado 50 años, por lo cual se tiene que recibía un ingreso de ₡594,742.10 (quinientos noventa y cuatro mil setecientos cuarenta y dos colones con 10/100), siendo el ingreso neto de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

Como parte de los egresos compartidos en la economía familiar y de los cuales depende directamente la señora Vilma Rodríguez Rodríguez, se encuentran: alimentación, salud, transporte, vestido, calzado y recreación.

Al momento de la valoración, la solicitante vive con su hija, la señora Vilma María Ledezma Rodríguez de 66 años de edad, quien es pensionada y administradora del hogar y reporta un ingreso fijo de ₡565.000,00 (quinientos sesenta y cinco mil colones con 00/100), del cual según declaración jurada no aporta al ingreso familiar por deudas personales.

De igual manera, en la casa de habitación habita el señor Daniel Ledezma Solano de 20 años de edad, estudiante universitario, hijo del señor José Martin Ledezma Rodríguez, quien igualmente no aporta al ingreso familiar.

Actualmente, la economía familiar se sostiene con los ahorros de la persona fallecida, por lo cual se reporta satisfacción de necesidades básicas.

En alusión con lo anterior, se concluye que el ingreso mensual neto que percibía el grupo familiar antes del fallecimiento del señor Álvaro Ledezma Rojas era de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). Ingreso que se redujo posterior al 24 de enero de 2022, fecha del fallecimiento del esposo de la señora Vilma Rodríguez y progenitor de la señora Vilma Ledezma en tanto, se deja de percibir el monto salarial proveniente del señor Álvaro disminuyendo con ello la capacidad adquisitiva de dicha convivencia familiar del cual, depende la persona referida.

Aunado a lo expuesto, producto de la consulta electrónica al Sistema de Certificaciones e Informes Digitales del Registro Nacional, se conoce que la persona referida, la señora Vilma María Rodríguez Rodríguez y la persona fallecida el señor Álvaro Ledezma Rojas no cuentan con bienes inmuebles inscritos a su nombre.

Por su parte, en consulta pública efectuada al Sistema de Nacional de Información Registro Único de Beneficiarios del Estado, las cuatro personas que conforman el núcleo familiar actual, no cuentan con subsidios estatal comprobados.

X. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“[…]Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

b) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“[…]Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 
XI. Conclusiones

Con base en lo antes expuesto se puede concluir que:
· El peritaje socioeconómico practicado a la señora Vilma María Rodríguez Rodríguez, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Álvaro Ledezma Rojas, era él quien asumía los gastos del hogar, por lo que la señora Rodríguez Rodríguez dependió de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley N° 9544 la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N°228 de dicha Ley. 

· Según certificaciones aportadas por la señora Rodríguez Rodríguez, se constató que no es beneficiaria de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía.

· El estudio revela que el fallecimiento del señor Ledezma Rojas le ha causado a su esposa afectación en el área económica, ya que todos los gastos del hogar eran cubiertos por él, de forma tal que, la ausencia de su aporte no puede ser cubierta por la valorada toda vez que la misma no cuenta con ingresos propios.

· La edad avanzada de la señora Vilma María Rodríguez Rodríguez, torna prácticamente imposible su inserción al mercado laboral o el desarrollo de una actividad económica de rentas estables, por medio de las cuales pueda lograr la satisfacción de sus necesidades básicas de forma segura. 

· Según la información recabada por el trabajador social encargado del peritaje, la señora Rodríguez Rodríguez conforma grupo familiar con su hija Vilma María y su nieto Daniel, quienes no aportan al ingreso familiar, por lo que, actualmente la economía familiar se sostiene con los ahorros de la persona fallecida, reportando satisfacción de necesidades básicas.

· Aunado a lo anterior, se concluye que al dejar de percibir el monto salarial proveniente del señor Ledezma Rojas, disminuyó con ello la capacidad adquisitiva de la convivencia familiar de la cual depende la persona referida.

XII. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Álvaro Ledezma Rojas era de ¢609,848.55 (seiscientos nueve mil ochocientos cuarenta y ocho colones con 55/100) mensuales en bruto.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Rodríguez Rodríguez de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢487,878.84 (cuatrocientos ochenta y siete mil ochocientos setenta y ocho colones con 84/100) mensuales en bruto.

· Cabe señalar que, la señora Vilma María Rodríguez Rodríguez al momento de gestionar la solicitud de pensión, aportó un documento del Juzgado de Pensiones Alimentarias del I Circuito Judicial de Alajuela que indica que se tramita el proceso alimentario (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) a favor de la señora Rodríguez Rodríguez.

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 18 de febrero de 2022, un total de 19 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Ledezma Rojas. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión a la señora Rodríguez Rodríguez, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento, sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1. Dictamen Socioeconómico

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Medios de notificación:

(…)”
- 0 -
Se acuerda: 	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Vilma María Rodríguez Rodríguez, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Álvaro Ledezma Rojas, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0239-JP/DJA-2022 del 20 de abril de 2022, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, por lo anterior, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Junta acuerda: Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Rodríguez cuya asignación mensual será de ¢487,878.84 (cuatrocientos ochenta y siete mil ochocientos setenta y ocho colones con 84/100) mensuales en bruto, equivalente al 80 % del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 18 de febrero de 2022.
La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda. 
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc102054733]ARTÍCULO XII
Documento N° 426-2022
Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0252-JP/DJA-2022 del 20 de abril de 2022, comunicaron lo siguiente:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Jacqueline Gómez Arce, cédula de identidad (valor 1) en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Eladio Enrique Artavia Álvarez, cédula de identidad (valor 2), cuyo deceso acaeció el 20 de enero de 2022.

XIII. Origen

Esta Dirección en fecha 30 de enero de 2022, recibió la gestión de la señora Gómez Arce, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposo. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante. 

XIV. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N° 22-000143-0728-TS recibido por esta Dirección el 7 de abril de 2022 y suscrito por el Licda. Monzerratt Carvajal Barrios, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Gómez Arce. 

XV. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

La señora Jacqueline Gómez Arce cuenta con 53 años de edad, se desempeña como ama de casa y cuenta con estudios secundarios incompletos. 

La información recabada indica que mantuvo una convivencia de pareja con el señor Eladio Enrique Artavia Álvarez (jubilado judicial fallecido), por espacio aproximado de dieciocho años, los cuatro últimos en unión matrimonial.

De acuerdo a lo que se refiere, previo a la conformación de dicha convivencia, el señor Artavia Álvarez se encontraba soltero, sin descendencia y laboraba desde larga data para el Poder Judicial, como encargado de ascensores en el Edificio de los Tribunales de Justicia del I Circuito Judicial de San José. Doña Jaqueline por su parte, se encontraba soltera y convivía con sus dos hijos: Melissa y Miguel Antonio, ambos de apellidos Alfaro Gómez, quienes para entonces contaban con 19 y 15 años de edad aproximadamente y fueron procreados de una convivencia en unión libre que mantuvo la referida por espacio aproximado de cinco años.

Según se indica, Melissa concibió un hijo producto de una relación que se disolvió tiempo después de nacido el niño y cuando se gestó la convivencia de pareja entre su madre y el señor Artavia Álvarez, se independizó del grupo familiar para conformar su propia familia junto al infante y una nueva pareja, ubicándose en una vivienda de alquiler. El contacto con su madre y don Eladio así como con su hermano menor, se gestó posteriormente por medio de visitas al hogar de éstos.

En cuanto a la relación del señor Artavia Álvarez y la señora Gómez Arce se tiene que transcurrió sin separaciones hasta el deceso del primero, constituyéndose el fallecido en la cabeza del hogar y principal proveedor económico, dado que doña Jaqueline se dedicó a atender los quehaceres del hogar. Según se indica, durante los primeros años de convivencia, la señora trabajó en oficios domésticos para contribuir con los gastos del hogar y contar con recursos económicos propios; sin embargo, debido a afectaciones en su salud asociadas a "fractura de codo", "osteopenia leve" e "hígadograso", abandonó dicha labor por implicar esfuerzo físico.

Según manifiesta la referida, la convivencia matrimonial se desarrolló en la zona de San Martín de Alajuela, en una vivienda propiedad de su cónyuge y una hermana de éste. Al parecer, el inmueble se dividió en dos con el fin de que el grupo familiar conformado por el señor Artavia Álvarez se ubicara en una parte y su hermana junto con el esposo utilizara la otra.

En cuanto a la dinámica familiar gestada, se reporta que la misma fue positiva, carente de indicadores compatibles con violencia intrafamiliar. Así mismo, se tiene que don Eladio fue visualizado como una figura adulta significativa y de apoyo para los hijos de su cónyuge, ya que colaboró con éstos para que concluyeran sus estudios universitarios y que se ubicaran laboralmente en el Poder Judicial.

Lo anterior permitió que, con el transcurso del tiempo, el hijo menor de doña Jaqueline conformara su propio proyecto de vida y se independizara también del grupo familiar, sin dejar de tener contacto con su madre y el señor Artavia Álvarez.

Doña Jaqueline asevera que, con el paso de los años, su cónyuge presentó un deterioro progresivo de salud que conllevó a que tuviera dificultades de movilización, así como de control de esfínteres y debiera depender de terceros para actividades diarias como el aseo personal, vestido, alimentación, entre otros.

De acuerdo con la información recabada, la señora Gómez Arce fue la principal encargada de brindarle atención en el hogar con el apoyo de familiares del señor Artavia Álvarez para su movilización de un lugar a otro. Doña Jaqueline se encargó además de administrar los recursos económicos de éste para cubrir los gastos del hogar, al constituirse en el principal ingreso de la familia, el cual, según los datos obtenidos, ascendía a un monto bruto de ¢905,675.82 (novecientos cinco mil seiscientos setenta y cinco colones con 82/100) y neto de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

Según se indica, durante los últimos años la condición de salud del señor Artavia Álvarez se agravó por lo que fue hospitalizado en diversas ocasiones, lo que motivó al hijo menor de la señora Gómez Arce a regresar al hogar con el fin de colaborar con su madre en el traslado del señor al centro médico, así como la atención directa de éste en el hogar.

Al momento de la presente investigación social, doña Jaqueline convive con su hijo menor en la vivienda propiedad de su cónyuge y cuñada, a la cual, en razón del fallecimiento del señor Artavia Álvarez, debe realizarse el procedimiento legal correspondiente para definir al propietario(a).

XVI. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“[…]Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

c) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“[…]Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

XVII. Conclusiones

Con base en lo antes expuesto se puede concluir que:

· El peritaje socioeconómico practicado a la señora Jacqueline Gómez Arce, es claro en demostrar que a lo largo de la vida en unió de hecho y conyugal con el señor Eladio Enrique Artavia Álvarez, era él quien asumía los gastos del hogar, por lo que la señora Gómez Arce dependió de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley N° 9544 la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N° 228 de dicha Ley. 

· Según certificaciones aportadas por la señora Gómez Arce, se constató que no es beneficiaria de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía.

· El estudio revela que el fallecimiento del señor Artavia Álvarez le ha causado a su esposa afectación en el área económica, ya que todos los gastos del hogar eran cubiertos por él, de forma tal que, la ausencia de su aporte no puede ser cubierta por la valorada toda vez que la misma no cuenta con ingresos propios.

· De acuerdo con la información recabada por la trabajadora social encargada del peritaje, se identifica que posterior al deceso del señor Artavia Álvarez, la pensión que disfrutaba este fue retenida, lo que generó que el estilo de vida de la valorada se viera modificado, en detrimento de la adecuada satisfacción de sus necesidades básicas. A partir de esto, ha requerido el apoyo que le brinda su hijo menor como medida temporal, ya que tanto este como la hija mayor de la valorada cuentan con sus propios proyectos de vida y presentan compromisos económicos.

XVIII. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Eladio Enrique Artavia Álvarez era de ¢928,679.98 (novecientos veintiocho mil seiscientos setenta y nueve colones con 98/100) mensuales en bruto.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Jacqueline Gómez Arce de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢742,943.98 (setecientos cuarenta y dos mil novecientos cuarenta y tres colones con 98/100) mensuales en bruto.

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 30 de enero de 2022, un total de 6 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Artavia Álvarez. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión a la señora Gómez Arce, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento, sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Medios de notificación:

(…)”

- 0 -
Se acuerda: 	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Jacqueline Gómez Arce, en calidad de cónyuge sobreviviente jubilado judicial fallecido Eladio Enrique Artavia Álvarez, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0239-JP/DJA-2022 del 20 de abril de 2022, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, por lo anterior, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Junta acuerda: Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Gómez Arce cuya asignación mensual será de ¢742,943.98 (setecientos cuarenta y dos mil novecientos cuarenta y tres colones con noventa y ocho céntimos) mensuales en bruto, equivalente al 80 % del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 21 de enero de 2022.
La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda. 
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc102023630][bookmark: _Toc102054735]ARTÍCULO XIII
Documento Nº 436-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino, el máster Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0253-JP/DJA-2022 del 25 de abril de 2022, comunicaron lo siguiente:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Flor de María Solano Rodríguez, cédula de identidad (valor 1) en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Mario Antonio Gutiérrez Rosales, cédula de identidad (valor 2), cuyo deceso acaeció el 25 de diciembre de 2021.

I. Origen

Esta Dirección en fecha 13 de enero de 2022, recibió la gestión de la señora Solano Rodríguez, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposo. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante. 

II. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N° 22-000045-0741-TS recibido por esta Dirección el 18 de abril de 2022 y suscrito por el Licda. Stephanie Salazar Hidalgo, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Solano Rodríguez. 


III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

La señora Flor de María Solano Rodríguez tiene 74 años de edad, cuenta con segundo año de secundaria y se desempeña en las actividades domésticas no remuneradas en el hogar.

De los antecedentes de la pareja, se conoce que contrajeron matrimonio en el año de 1970 hasta el momento del fallecimiento del señor Mario, contando con una prole común de cuatro personas a mencionar: el señor Mario Arturo Gutiérrez Solano, de 51 años de edad, de estado civil casado, su hijo el señor Alex Gutiérrez Solano, de 47 años de edad, de estado civil separado de hecho, su hija la señora Ana Corina Gutiérrez Solano, de 41 años de edad, de estado civil soltera y su hija la señora Olga Marta Gutiérrez Solano, de 37 años de edad, de estado civil casada.

Respecto al grupo familiar del señor Mario Antonio, previo a su fallecimiento, este se encontraba compuesto por su esposa, la señora Flor de María Solano Rodríguez, quien se desempeñaba en las actividades domésticas no remuneradas del hogar, dependiendo ambas personas únicamente de la pensión del señor Gutiérrez Rosales, cuyo ingreso mensual bruto para dicho momento era de ¢665,304.52 (seiscientos sesenta y cinco mil trescientos cuatro colones con 52/100) y su ingreso líquido era de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

Al momento de la valoración, la señora Flor de María constituye grupo unifamiliar. Además, para dicho momento la señora Solano Rodríguez se desempeña en las actividades domésticas no remuneradas del hogar, no contando con ingresos económicos propios, recibiendo alimentos preparados por parte de su hija, la señora Olga Marta y el pago de los servicios hídrico y eléctrico, por parte de su hijo, el señor Alex, esto posterior al fallecimiento del señor Mario Antonio.

IV. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“[…]Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:
El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“[…]Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

V. Conclusiones

Con base en lo antes expuesto se puede concluir que:

· El peritaje socioeconómico practicado a la señora Flor de María Solano Rodríguez, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Mario Antonio Gutiérrez Rosales, era él quien asumía los gastos del hogar, por lo que la señora Solano Rodríguez dependió de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley N° 9544 la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N° 228 de dicha Ley. 

· Según certificaciones aportadas por la señora Solano Rodríguez, se constató que no es beneficiaria de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía.

· El estudio revela que el fallecimiento del señor Gutiérrez Rosales le ha causado a su esposa afectación en el área económica, ya que todos los gastos del hogar eran cubiertos por él, de forma tal que, la ausencia de su aporte no puede ser cubierta por la valorada toda vez que la misma no cuenta con ingresos propios.

· La edad avanzada de la señora Flor de María Solano Rodríguez, torna prácticamente imposible su inserción al mercado laboral o el desarrollo de una actividad económica de rentas estables, por medio de las cuales pueda lograr la satisfacción de sus necesidades básicas de forma segura. 

· Según lo indicado por la trabajadora social encargada del peritaje, desde el criterio valorativo social se determina que la señora Flor de María era dependiente económicamente del señor Mario Antonio, figurando este como el único proveedor que permitía la satisfacción de las necesidades básicas de la señora descrita.

VI. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Mario Antonio Gutiérrez Rosales era de ¢665,304.52 (seiscientos sesenta y cinco mil trescientos cuatro colones con 52/100) mensuales en bruto.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Flor de María Solano Rodríguez de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢532,243.62 (quinientos treinta y dos mil doscientos cuarenta y tres colones con 62/100) mensuales en bruto.

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 13 de enero de 2022, un total de 9 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Gutiérrez Rosales. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión a la señora Solano Rodríguez, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento, sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1. Dictamen Socioeconómico

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Medios de notificación:

(…)”
- 0 -
Se acuerda: 	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Flor de María Solano Rodríguez, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Mario Antonio Gutiérrez Rosales, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0253-JP/DJA-2022 del 25 de abril de 2022, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la JUNAFO, el máster Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, por lo anterior, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Junta acuerda: Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Solano Rodríguez cuya asignación mensual será de ¢532,243.62 (quinientos treinta y dos mil doscientos cuarenta y tres colones con sesenta y dos céntimos) mensuales en bruto, equivalente al 80 % del monto de la jubilación que recibía el jubilado judicial al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 26 de diciembre de 2021.
La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc101963259][bookmark: _Toc102054738]ARTÍCULO XIV
Documento N° 424-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0085-SAF/DJA-2022 del 21 de abril de 2022, comunicaron lo siguiente:
“El MBA Ubaldo Carrillo Cubillo, Director de la Administración de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.), mediante oficio N.º GP-DAP-0014-2022 del 04 de enero de 2022, solicitó el traslado de las cuotas aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, del exfuncionario judicial Carlos Alberto Víquez Núñez, tal y como se detalla a continuación:

[image: ]

Con oficio N.° 0030-SAF/DJA-2022 del 21 de marzo del 2022 se le comunicó a la CCSS, las diferencias entre el cálculo actuarial de ese Régimen de Pensiones - Jubilaciones y el realizado por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, según procedimiento aprobado por la JUNAFO en sesión N.º 32-2021, artículo VI celebrada el 4 de agosto de 2021. El resultado de la estimación efectuada por el FJPPJ, se muestra a continuación:
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Mediante oficio N.° GP-DAP-SACI-0468-2022 de fecha 04 de abril de 2022, el Ing. Luis Gerardo Ramírez Salas; Jefe Subárea Administración Cuenta Individual de la CCSS, solicitó el traslado de las cuotas del señor Víquez Núñez, indicando lo siguiente:

“Con el fin de finalizar el traslado de cuotas a nombre del interesado indicado en el epígrafe del presente documento y de acuerdo con lo manifestado por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial mediante oficio: N.°0030-SAF/DJA-2022 de fecha 21 de marzo del año en curso, se le solicita respetuosamente proceder a realizar el depósito total por la suma de ¢12,031,939.57 en la cuenta cliente Banco de Costa Rica número 15201001021023232 a nombre de la Caja Costarricense de Seguro Social.”.

Procedimientos de cálculo y normativa aplicable

El monto requerido por la C.C.S.S. incluye un factor de actualización de las cuotas a liquidar, computadas a “valor presente”, de acuerdo con los cálculos de liquidación actuarial efectuados por la Dirección Actuarial de dicha Institución, según oficio N.° GP-DAP-0014-2022, remitido a esta oficina.

Para hacer efectivo el traslado de cuotas se considera lo establecido en el artículo N.° 46 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte, el criterio emitido por la Subgerencia Jurídica de esa Entidad mediante oficio S.J.9848-20018 de fecha 16 de diciembre de 2008, así como el artículo N.º 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual indica:

“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.” Lo marcado no corresponde al original.

De acuerdo con lo anterior y con fundamento en lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta Dirección realizó el estudio de traslado de aportes, considerando los siguientes aspectos:

1. Reporte Salarios 

Certificaciones de Contabilidad Nacional N.° 2970-2021 y fechada 08 de octubre de 2021.

2. Porcentaje de aportes 

Para el cálculo de los aportes obrero, patronal y estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se utilizaron los siguientes parámetros: 
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3. Herramienta liquidación actuarial, valor presente

El uso de la herramienta de cálculo de la liquidación actuarial fue aprobado por el Consejo Superior en sesión 85-18 del 27 de setiembre de 2018, artículo XXIII. Así mismo, de conformidad con lo comunicado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) con oficio CNS-1507-09 de fecha 29 de julio del 2019 y oficio SP-898-2019 remitido por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) del 18 de setiembre del 2019 y con el aval de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial con base en el oficio 3795-DE-2019, la herramienta fue actualizada en virtud de las tasas de mortalidad.

De acuerdo con los puntos citados anteriormente, se obtuvieron los siguientes resultados:

I. Tabla resumen de la liquidación actuarial:

[image: ]


II. Resumen del monto a trasladar: 
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Por lo antes expuesto y conforme a los elementos señalados, resulta necesario contar con la autorización del cuerpo colegiado que usted preside, mediante un acuerdo que faculte a la Dirección de la JUNAFO para que pueda continuar con el proceso de traslado de cuotas, gestionadas por la Caja Costarricense del Seguro Social, como administrador del Régimen del IVM, para el caso de referencia.

Anexos:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

…”

- 0 -
Se acuerda:	Considerando el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0085-SAF/DJA-2022 del 21 de abril de 2022, la Junta acuerda: Tener por conocida y aprobada la gestión de traslado de cuotas a favor del exfuncionario judicial Carlos Alberto Víquez Núñez, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) de la Caja Costarricense de Seguro Social, por la suma de ¢ 12,031,939.57 (doce millones treinta y un mil, novecientos treinta y nueve colones con cincuenta y siente céntimos) y remitir a la Dirección de la Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para el trámite correspondiente.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc102023637][bookmark: _Toc102054741]ARTÍCULO XV
Documento Nº 432-2022
En sesión Nº 111-2018 celebrada el 20 de diciembre de 2018, articulo LV, se le reconoció para efectos de anualidades y jubilación a la servidora Marjorie Cecilia Gutiérrez Alvarado, Abogado Asistente 2 de la Sección Especializada de Asistencia Social, 10 años, 11 meses y 10 días, laborados para el Ministerio de Educación (MEP) y 1 año, 6 meses y 28 días, laborados para la Asamblea Legislativa, a partir del 5 de mayo de 2018, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢42,273,913.79 (cuarenta y dos millones doscientos setenta y tres mil novecientos trece colones con setenta y nueve céntimos) y ¢8,064,074.79 (ocho millones setenta y cuatro mil setenta y cuatro colones con setenta y nueve céntimos), que se le deducirían de su salario bruto en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total.
La máster Marjorie Gutiérrez Alvarado, Abogada de Asistencia Social de la Defensa Pública, mediante nota de fecha 21 de abril de 2022, presentó la siguiente gestión:
“De la manera más respetuosa solicito que se me realice el cese de reconocimiento de tiempo servido y que no se me continúe rebajando el monto correspondiente al 10% de mi salario, rubro que asciende a 140.407,41 colones quincenales. 

Lo anterior, por cuanto ya cancelé la deuda por 42.273.913,79 colones que tenía con el fondo por los dineros del fondo de pensiones del Magisterio Nacional y, únicamente se encuentran pendientes 8.064.074,79 colones del fondo de pensiones con la C.C.S.S., este último no estoy dispuesta a reintegrarlo mediante deducciones de salario por cuanto a partir del año 2018 se reformó mediante Ley lo relativo a pensiones.

Así las cosas, reitero la solicitud de cese de reconocimiento de tiempo servido, para que se me continúen pagando las anualidades, pero sin la deducción del 10% de mi salario.”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibida la gestión de la máster Marjorie Gutiérrez Alvarado, Abogada de Asistencia Social de la Defensa Pública, mediante nota de fecha 21 de abril de 2022. 2.) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene la servidora Gutiérrez Alvarado, con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del último día hábil del mes siguiente de conocido por esta Junta Administradora, con la salvedad de que si la administración puede ejecutar el cese en menor plazo se aplique de esa manera. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana compute a cuánto tiempo de servicio reconocido, corresponde la suma dineraria aportada por concepto de cuotas por la señora Marjorie, para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación. 4.) La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones - JUNAFO, tomarán nota para lo que corresponda. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc102023640][bookmark: _Toc102054744]ARTÍCULO XVI
Documento Nº 328-2021 / 431-2022
En sesión N° 14-2022 celebrada el 28 de marzo de 2022, artículo X, se solicitó a la Corte Plena, que a la brevedad posible se realice el procedimiento para contar durante el 2022, con las plazas de Auditor Jefe y de 2 Profesionales 2, de conformidad con el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para conformar la Auditoría interina de la JUNAFO, y subsanar ese tema.
Conoce esta Junta Administradora, el acuerdo tomado por la Corte Plena del Poder Judicial, en sesión N° 17-2022 del 04 de abril de 2022, artículo XXI, que dice:
“El máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico, remite el criterio DJ-C-128-2022 de 1 de abril de 2022, que literalmente dice: 

“Me refiero al acuerdo de la Corte Suprema de Justicia de sesión N° 10-2022 celebrada el día 28 de febrero de 2022, artículo XIV, en tanto dispuso lo siguiente: 

“Acoger la propuesta de la magistrada Zúñiga, en consecuencia: Solicitar a la Dirección Jurídica, que, a la brevedad, rinda un informe a esta Corte en que realice una propuesta de escenarios de solución, de cara a la situación que está enfrentando en este momento la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Lo anterior tomando en consideración los aspectos señalados por la magistrada Zúñiga, así como lo adicionado por la magistrada Rojas en cuanto a la viabilidad de otorgarle plazas vía artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y la posibilidad de que la Presidencia, autorizada por Corte, formule las consultas ante la Contraloría General de la República, a fin de que se pronuncie respecto de si mantiene el criterio emitido, en razón de la situación actual de la Junta”.

[bookmark: _Hlk99695783][bookmark: _Hlk99694328]Conforme lo ordenado por la Corte Suprema de Justicia, esta unidad asesora procedió a valorar opciones en cuanto a los medios factibles desde el punto de vista jurídico para hacer efectiva la posibilidad de contar con un órgano responsable de la auditoría de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, al menos de manera transitoria hasta el período presupuestario 2023, y en el entendido de que mediante oficios DJ-C-171-2021 de 5 de abril de 2021 y DJ-C-421-2021 de 29 de junio de 2021 esta unidad asesora ha indicado la necesidad de que dicho órgano adoptara las previsiones necesarias para tener un órgano propio de control, lo cual es reafirmado por la Contraloría General de la República en oficio número 7815 de DFOE-GOB-0042 de 28 de mayo de 2021. 

Consecuentemente, se hace la salvedad que las alternativas planteadas poseen un carácter temporal y atienden no tanto al mero cumplimiento formal de traslado de plazas, lo que se estima inconveniente desde el punto de vista de control interno, sino que propenden hacia la formulación, ejecución y consolidación de un sistema interno de control interno, dentro del cual, se incorpora como uno de sus ejes fundamentales, un órgano permanente de control interno. 

Conforme a la conceptualización misma de los oficios DJ-C-171-2021 de 5 de abril de 2021 y DJ-C-421-2021 de 29 de junio de 2021 de esta unidad asesora y el oficio de la Contraloría General de la República, número 7815 de DFOE-GOB-0042 de 28 de mayo de 2021, debe entenderse que no es suficiente el traslado de personal como tal para auditar la Junta, sino la creación de un órgano diferenciado e independiente de la Auditoría Judicial y que dependa orgánica y funcionalmente de la JAFPJPJ.

Dado lo anterior, debe entenderse que las opciones que se plantean consecuentemente no se deben considerar como formulación de alternativas para el traslado o asignación de personas simplemente, sino el integrar personas servidoras que puedan crear el órgano de la Auditoría de la Junta y en este contexto del sistema general de control interno del respectivo Fondo, como una visión de generalidad que debe abarcar transversalmente todas las actividades propias de dicho órgano con personalidad jurídica instrumental. 

En el anterior orden de ideas, debe necesariamente existir una persona responsable de la Auditoría Interna con la investidura suficiente para emitir actos administrativos válidos y eficaces como cabeza del órgano de control, para lo cual debe aplicarse los lineamientos de la Contraloría General de la República emitidos al respecto, cuando los nombramientos son temporales y no hay un titular designado por concurso. 

Al respecto, se proceden a plantear las siguientes opciones:

[bookmark: _Hlk100212551][bookmark: _Hlk99620539]I.- Formulación del proyecto de implementación de la Auditoría Interna de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial y el sistema general de control interno de dicho Fondo para ser ejecutado por personas servidoras con licencia con goce de salario:

I.I.- Análisis preliminar:

Conforme lo dispuesto en el artículo 7 de la Ley General de Control Interno, los órganos de la Administración deben poseer un sistema de control interno, lo que implica que a la hora de implementación de la estructura orgánica respectiva, el control interno debe ser transversal y visto con una visión sistémica.

Al respecto la indicada norma señala lo siguiente: 

“Artículo 7º-Obligatoriedad de disponer de un sistema de control interno. Los entes y órganos sujetos a esta Ley dispondrán de sistemas de control interno, los cuales deberán ser aplicables, completos, razonables, integrados y congruentes con sus competencias y atribuciones institucionales. Además, deberán proporcionar seguridad en el cumplimiento de esas atribuciones y competencias; todo conforme al primer párrafo del artículo 3 de la presente Ley”.

En este orden de ideas, se entienden como órganos del control interno, lo siguiente:

“Artículo 9º-Órganos del sistema de control interno. La administración activa y la auditoría interna de los entes y órganos sujetos a esta Ley, serán los componentes orgánicos del sistema de control interno establecido e integrarán el Sistema de Fiscalización Superior de la Hacienda Pública a que se refiere la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República”.

En el caso concreto de la desconcentración de competencias en un órgano con personalidad jurídica instrumental, sea con desconcentración máxima, la necesidad de contar con el sistema indicado está normado de manera expresa, al indicarse lo siguiente:

“Artículo 11.-El sistema de control interno en la desconcentración de competencias y la contratación de servicios de apoyo. El jerarca y los titulares subordinados tendrán la responsabilidad de analizar las implicaciones en el sistema de control interno, cuando se lleve a cabo una desconcentración de competencias, o bien la contratación de servicios de apoyo con terceros; asimismo, la responsabilidad de tomar las medidas correspondientes para que los controles sean extendidos, modificados y cambiados, cuando resulte necesario.”

Es entendido que dentro de dicho sistema, la Auditoría interna posee un papel fundamental, tal y como lo indica la propia Ley General de Control Interno, al indicar:

“Artículo 20.-Obligación de contar con auditoría interna. Todos los entes y órganos sujetos a esta Ley tendrán una auditoría interna, salvo aquellos en los cuales la Contraloría General de la República disponga, por vía reglamentaria o disposición singular, que su existencia no se justifica, en atención a criterios tales como presupuesto asignado, volumen de operaciones, nivel de riesgo institucional o tipo de actividad. En este caso, la Contraloría General ordenará a la institución establecer los métodos de control o de fiscalización que se definan”.

Conforme a lo anterior resulta necesario implementar el sistema de control interno de la JAFPJ y como parte de este, la Auditoría Institucional como un órgano propio de dicho órgano- persona. 

[bookmark: _Hlk99697865]Se reitera que consecuentemente, el planteamiento a realizar no se funda en el mero traslado de personal sino en la visión de un proyecto para integrar la Auditoría de la Junta como un órgano administrativo, que cumpla los requerimientos del ordenamiento aplicable y los lineamientos de la Contraloría General de la República. 

I.II.- Alternativa a valorar:

En razón del planteamiento realizado anterior, deviene la necesidad de implementar un sistema de control interno y un órgano de Auditoría Interna, propio de la JAFPJPJ tal y como en su momento lo señaló la Dirección Jurídica en sus oficios DJ-C-171-2021 de 5 de abril de 2021 y DJ-C-421-2021 de 29 de junio de 2021, como ya se ha indicado.

Dada la existencia de limitaciones invocadas por dicho órgano en cuanto a la posibilidad inmediata de establecer un órgano de control de tal naturaleza, una opción es aplicar la posibilidad de conceder licencias con goce de sueldo a personas servidoras judiciales para que se avoquen a la implementación del sistema de control interno y del órgano de Auditoría Interna de la indicada Junta de manera temporal, asumiendo inclusive las labores propias de esta, todo con una visión de proyecto. 

En este sentido, establece la Ley Orgánica del Poder Judicial, lo siguiente:

“Artículo 81.- Corresponde al Consejo Superior del Poder Judicial:

18.- Conceder licencias con goce de sueldo a los servidores judiciales, para realizar estudios o proyectos que interesen al Poder Judicial”.

Artículo 44.- Las licencias con goce de sueldo o sin él no pueden exceder de seis meses. Tampoco pueden exceder de ese término, las que sumadas en un mismo año se conceden a un empleado o funcionario.

Esta disposición no rige en cuanto a las licencias concedidas al empleado o funcionario, para desempeñar otro puesto dentro del ramo judicial o mediante permutas condicionales o de las que se conceden con goce de sueldo o sin él, por motivos de enfermedad debidamente comprobada con certificado médico.

Tampoco regirá lo dispuesto en el párrafo primero de este artículo, respecto a las licencias con goce o sin goce de sueldo, que conceda la Corte a los Magistrados, o el Consejo a los demás servidores para realizar estudios que interesen al Poder Judicial.

En casos muy calificados y para asuntos que interesen al Poder Judicial, la Corte podrá conceder licencias con goce de sueldo o sin él a los Magistrados y el Consejo a los demás servidores hasta por un año prorrogable por períodos iguales, a fin de que los servidores judiciales se desempeñen temporalmente en otras dependencias del Estado, o bien cuando les encargue labores y estudios especiales.”

Para esta unidad asesora es entendido de que para cumplir a cabalidad el mandato de la Ley General de Control Interno, se requiere que las personas designadas establezcan el sistema de control interno propio de un órgano de la naturaleza de la Junta en mención y que además perfilen el órgano de control de la misma.

Por consiguiente, se estima que las personas a las que se les otorgue la licencia con goce de salario deben desarrollar su labor en el marco de un proyecto que contemple temporalmente el diseño, operación y funcionamiento tanto del sistema de control interno del Fondo, como del órgano responsable a futuro del control sobre el mismo. 

En este orden de ideas, se estima que el Poder Judicial podría optar por conceder permisos con goce de salario, tanto a personas servidoras de la Auditoría Interna como de la administración activa para que se avoquen a la ejecución del respectivo proyecto, siempre y cuando tengan la experticia necesaria en la materia.

Lo anterior, en el entendido de que todo proyecto se caracteriza por tener un inicio y un final con objetivos y productos definidos en el lapso de tiempo de su ejecución. 

[bookmark: _Hlk99616510]I.III. - Limitante:

En caso de ser personas servidoras de la Auditoría Interna a las que se les daría la licencia y participarían en el proyecto, para poder implementar esta alternativa se requiere autorización del auditor interno, en aplicación del artículo 24 de la Ley General de Control Interno, que indica:

“Artículo 24.-Dependencia orgánica y regulaciones administrativas aplicables. El auditor y el subauditor internos de los entes y órganos sujetos a esta Ley dependerán orgánicamente del máximo jerarca, quien los nombrará y establecerá las regulaciones de tipo administrativo que les serán aplicables a dichos funcionarios. Los demás funcionarios de la auditoría interna estarán sujetos a las disposiciones administrativas aplicables al resto del personal; sin embargo, el nombramiento, traslado, la suspensión, remoción, concesión de licencias y demás movimientos de personal, deberán contar con la autorización del auditor interno; todo de acuerdo con el marco jurídico que rige para el ente u órgano.

Las regulaciones de tipo administrativo mencionadas no deberán afectar negativamente la actividad de auditoría interna, la independencia funcional y de criterio del auditor y el subauditor interno y su personal; en caso de duda, la Contraloría General dispondrá lo correspondiente”. (el destacado es nuestro)

Esta solución debe ser temporal, con tiempo máximo de ejecución a un año calendario y en el entendido de que una vez diseñado el sistema e implementado el órgano, deberá ser asumido por personas destinadas exclusivamente a dicha labor ordinaria, nombrada por decisión de la respectiva Junta y con recursos provenientes de lo dispuesto en el artículo 239.h e in fine de la misma norma de la LOPJ. 

La JAFPJPJ deberá hacer designación de una persona como Auditor General interino con la respectiva autorización de la Contraloría General de la República.

Implica inversión de recursos financieros y la formulación del respectivo proyecto. 

II.- Traslado horizontal, modificación de funciones o “préstamo” temporal de personas servidoras de la Administración activa o de la Auditoría Interna para ejercer la función propia del órgano de control y la implementación de un sistema de control interno. 

Conforme a la relación interorgánica que posee la Junta en mención con el Poder Judicial, se estima procedente la posibilidad de modificación temporal en las relaciones de empleo y subordinación de personas servidoras del Poder Judicial para su traslado transitorio a fin de implementar el sistema de control interno y desarrollar otras labores operativas de la JAFPJPJ.

Lo anterior, en tanto que se respete los límites propios del ius variandi legítimo y no se advierta un debilitamiento grave de las funciones que las personas servidoras venían desempeñando.

Es entendido que dicho traslado de funciones debe considerarse con carácter transitorio, toda vez que ha sido criterio reiterado de esta Dirección que por imperativo de ley, la Junta debe contar con su propia estructura orgánica y ocupacional y no es dable el destinar de manera permanente recursos propios del Poder Judicial para las labores operativas propias de dicho órgano, en estricta aplicación del artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

En este sentido, debe recordarse que esta última ley dispone lo siguiente:

“Corresponde igualmente al Presidente la facultad de gestionar permutas o traslados de empleados o funcionarios para el mejor servicio; deberá dar cuenta, en su oportunidad, a la Corte Plena, al Consejo o al Tribunal de la Inspección Judicial para que se resuelva lo que se considere conveniente”.

Es entendido de que al operar este supuesto, debe definirse claramente las líneas jerárquicas y de dirección de las personas trasladadas y las competencias que asumirá, tomando en consideración el interés público que se adopta en esa decisión y la no lesión a los elementos esenciales de su relación de empleo.

En este orden de ideas, alguien de las personas que puedan prestar colaboración deberá asumir la función de persona responsable de la Auditoría, conforme la designación que haga la respectiva Junta y se obtenga la autorización de la Contraloría General de la República. 

Para esta unidad asesora es evidente que si tanto la Contraloría General de la República y la Procuraduría General de la República no han cuestionado el traslado temporal de personas servidoras entre entes públicos y donde opera una relación intersubjetiva, con menor razón podría ser cuestionable un traslado temporal en una relación inter orgánica dentro de un mismo sujeto público. 

[bookmark: _Hlk99617879]II.I.- Limitante:

En caso de ser personas servidoras de la Auditoría Interna a las que se les daría el traslado temporal, para poder implementar esta alternativa se requiere autorización del auditor interno, en aplicación del artículo 24 de la Ley General de Control Interno, que indica:

“Artículo 24.-Dependencia orgánica y regulaciones administrativas aplicables. El auditor y el subauditor internos de los entes y órganos sujetos a esta Ley dependerán orgánicamente del máximo jerarca, quien los nombrará y establecerá las regulaciones de tipo administrativo que les serán aplicables a dichos funcionarios. Los demás funcionarios de la auditoría interna estarán sujetos a las disposiciones administrativas aplicables al resto del personal; sin embargo, el nombramiento, traslado, la suspensión, remoción, concesión de licencias y demás movimientos de personal, deberán contar con la autorización del auditor interno; todo de acuerdo con el marco jurídico que rige para el ente u órgano.

Las regulaciones de tipo administrativo mencionadas no deberán afectar negativamente la actividad de auditoría interna, la independencia funcional y de criterio del auditor y el subauditor interno y su personal; en caso de duda, la Contraloría General dispondrá lo correspondiente”. (el destacado es nuestro)

Esta solución debe ser temporal, dado que la Junta indicada debe contar con su propia estructura orgánica y funcional. 

[bookmark: _Hlk99696632]La JAFPJPJ deberá hacer designación de una persona como Auditor General interino con la respectiva autorización de la Contraloría General de la República.

Implica inversión de recursos financieros, formulación del respectivo proyecto e impacta en las actividades, procesos o labores en donde están trabajando las personas servidoras de previo a su traslado. 

III.- Modificación presupuestaria para direccionar recursos necesarios para ejercer la función propia del órgano de control y la implementación de un sistema de control interno.

La JAFPJPJ podría aplicar lo dispuesto en el artículo 45 de la Ley 8131 "Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos" y el artículo 61 de su reglamento y promover una modificación presupuestaria a efecto de dotar de contenido presupuestario, el pago de personal, sea de planta – en el entendido de que esto alternativa es más compleja mediante esta vía - o mediante la contratación de servicios para la implementación de su auditoría interna, en este último caso con carácter transitorio y hasta que en el próximo período presupuestario contemple personal suficiente para tal labor en la respectiva relación de puestos.

En este sentido debe tomarse en consideración el artículo 45 de la indicada Ley 8131 señala lo siguiente:

“ARTÍCULO 45.- Presupuestos extraordinarios y modificaciones
Podrán dictarse presupuestos extraordinarios y modificaciones del presupuesto nacional, según las siguientes consideraciones:

a) Quedan reservados a la Asamblea Legislativa:

i) Los que afecten el monto total del presupuesto.
ii) Los que conlleven un aumento de los gastos corrientes en detrimento de los gastos de capital.
iii) Las transferencias entre programas presupuestarios.
iv) Los que afecten el monto total de endeudamiento.
v) Las transferencias entre servicios no personales y servicios personales.

b) Quedan reservadas al Poder Ejecutivo todas las modificaciones no indicadas en el inciso anterior, de acuerdo con la reglamentación que se dicte para tal efecto”.

Corresponderá a la Junta conforme a su estructura presupuestaria determinar la procedencia de la modificación de destino de recursos necesaria para la implementación de la auditoría interna y en el entendido que se modificaría lo dispuesto originalmente en el presupuesto ordinario del año 2022. 

Empero es entendido que si se opta por una contratación de servicios, esta alternativa prevé la existencia de una auditoría los Fondos respectivos, mas no cautela la necesaria existencia de un órgano integrado a la administración de la Junta que dependa en la estructura de esta última y con un responsable debidamente autorizado para emitir actos administrativos válidos y eficaces. 

III.I.- Limitante:

Duración del trámite de la modificación presupuestaria y de optarse por una contratación de servicios, del tiempo correspondiente al procedimiento de contratación administrativa. 

La contratación de servicios no cautela las exigencias de la Ley General de Control Interno respecto de la existencia de una Auditoría Interna como órgano y de un responsable designado como cabeza del mismo, por la Junta respectiva como superior del órgano con personalidad jurídica instrumental.

El cambio de destino de recursos ya programados previamente para determinada necesidad, afectaría la ejecución de esta última previsión.

IV.- Versión mixta permisos con goce de salario/contratación de servicios profesionales:

Una alternativa plausible es combinar la posibilidad de gestionar permisos con goce de salario para determinadas labores operativas combinado con la posibilidad de que se contraten labores de servicios profesionales para cualquier auditoría financiera o de cualquier naturaleza que se requiera, de manera complementaria al establecimiento de un sistema de control interno en la Junta. 

Lo anterior debería partir de una visión de proyecto en donde se determine como articular la función temporal de los servidores a quienes se les concedería permiso con goce de salario con los servicios profesionales prestados y en el entendido de que la labor de unos y otros sería en función del órgano que sería creado en cumplimiento del mandato de la Ley General de Control Interno. 

Con lo anterior, podría existir la Auditoría como órgano con un responsable designado por la respectiva Junta y autorizado por la Contraloría General de la República de manera complementaria a labores de auditoria que podría realizar en paralelo la contratista y con un abordaje del respectivo sistema de control interno. 

IV.I.- Limitante:

En caso de ser personas servidoras de la Auditoría Interna a las que se les daría el traslado temporal, para poder implementar esta alternativa se requiere autorización del auditor interno, en aplicación del artículo 24 de la Ley General de Control Interno, que indica:

“Artículo 24.-Dependencia orgánica y regulaciones administrativas aplicables. El auditor y el subauditor internos de los entes y órganos sujetos a esta Ley dependerán orgánicamente del máximo jerarca, quien los nombrará y establecerá las regulaciones de tipo administrativo que les serán aplicables a dichos funcionarios. Los demás funcionarios de la auditoría interna estarán sujetos a las disposiciones administrativas aplicables al resto del personal; sin embargo, el nombramiento, traslado, la suspensión, remoción, concesión de licencias y demás movimientos de personal, deberán contar con la autorización del auditor interno; todo de acuerdo con el marco jurídico que rige para el ente u órgano.

Las regulaciones de tipo administrativo mencionadas no deberán afectar negativamente la actividad de auditoría interna, la independencia funcional y de criterio del auditor y el subauditor interno y su personal; en caso de duda, la Contraloría General dispondrá lo correspondiente”. (el destacado es nuestro)

Esta solución debe ser temporal, dado que la Junta indicada debe contar con su propia estructura orgánica y funcional. 

La JAFPJPJ deberá hacer designación de una persona como Auditor General interino con la respectiva autorización de la Contraloría General de la República.

[bookmark: _Hlk99695605]Conforme las anteriores opciones, estima esta Dirección Jurídica que de manera temporal podría darse alternativas para que la Junta en mención tenga un sistema de control interno y una Auditoría Interna y en tanto y en el entendido de que de esto está condicionado que en el período 2023 se deberá contar un órgano de control debidamente conformado y consolidado, que garantice los requerimientos que dispone la Ley General de Control Interno y los lineamientos sobre gestiones que involucran la Auditoría Interna emitidos por la Contraloría General de la República, así como la dotación a futuro de recursos y el ejercicio de una función independiente, objetiva con una persona a cargo del órgano, nombrado conforme los procedimientos definidos al respecto y un perfil adecuado.

Lo anterior en tanto que esta Dirección Jurídica recomienda al órgano decisor que cualquier alternativa que se valore no se debe traducir solamente en el mero traslado de personal, sino que debe existir una persona responsable del órgano y el equipo necesario y suficiente para realizar la labor de control, con un perfil adecuado.

En este orden de ideas, se estima oportuno se valore se aplique los lineamientos sobre gestiones que involucran la Auditoría Interna emitidos por la Contraloría General de la República, en el sentido de requerir a esta, una autorización temporal para designar un responsable del órgano de la Auditoría de manera interina y en tanto en el año 2023 se realiza el respectivo procedimiento concursal. 

Esta unidad asesora se decanta porque cualquier opción que se elija debe tener una visión integral de proyecto en donde se configure el sistema de control interno del órgano y se cuente como parte del mismo con una auditoría interna; no limitándose a un mero traslado de plazas u otorgamiento de permisos de manera temporal y en el entendido que la decisión final en cuanto al a designación de personal es competencia de la Junta creada por el legislador. 

Se reitera la necesidad de que la JAFPJPJ cuente con un órgano propio de Auditoría Interna, a fin de cumplir los requerimientos de la Ley General de Control Interno y de la Super intendencia de Pensiones como una de las líneas de defensa fundamentales en materia de control para este tipo de competencias de alto riesgo. 

Dejamos así evacuado el requerimiento realizado por la Corte Suprema de Justicia a esta Dirección Jurídica.” 

- 0 -

ENTRA EL MÁSTER RODRIGO CAMPOS HIDALDO, DIRECTOR JURÍDICO. 

Se concede el uso de la palabra al máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico, quien expone: "Buenas tardes señores magistrados y señoras magistradas. 

Conforme un tema visto previamente por esta Corte, esta Dirección Jurídica procede a presentar el siguiente informe.

Como ustedes recordarán, hace algunas semanas se vio el tema en un informe de la Dirección Jurídica respecto de la procedencia o no de que la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, y concretamente el mismo Fondo, formara parte del universo auditable de la Auditoría Interna del Poder Judicial.

En nuestro informe DJC-421-2021 del 29 de junio del 2021, se reiteró lo que en su momento se había indicado también en nuestro informe DJC-171-2021 del 05 de abril del 2021 y lo que en su momento indicó la misma Contraloría General de la República en el criterio N° 7815-DFOE-GOB-42 del 28 de mayo del 2021, que a su vez reiteraba el informe DFOE-PG-436 del 10 de agosto del 2018, de oficio 11481, en el sentido de que no".

Interviene la magistrada Varela: "¿Don Fernando? Perdón don Fernando, perdón don Rodrigo ¿Usted está subiendo la presentación? Es que no la veo".

Señala el máster Campos Hidalgo: "No, no tengo presentación hoy, es muy puntual".

Indica la magistrada Varela: "Gracias".

Prosigue el máster Campos Hidalgo: "En el sentido de que eran conteste estos criterios de que no resultaba procedente que la Auditoría Interna del Poder Judicial se incorporara a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones en ese universo auditable. Conforme lo anterior, esta Corte ese día dispuso que se valoraran alternativas de solución a la problemática presentada y que esta Dirección Jurídica lo sometiera a conocimiento de esta Corte las diferentes alternativas que se podían plantear para poder de alguna forma que la Junta Administradora y el Fondo tuvieran una auditoría como corresponde.

En este sentido, procedemos a detallar las alternativas que hemos encontrado más viables, sin embargo, sí estimo oportuno desde mi función asesora, hacer algunas precisiones de importancia previas.

Como bien lo saben las señoras y señores magistrados, la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones es un órgano con desconcentración máxima, que tiene personería jurídica instrumental, y como bien sabemos todas y todos los servidores judiciales, la misma normativa que creó la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones hizo la previsión de un financiamiento para los gastos administrativos y de personal de la misma operación de esta junta.

Esto fue ya indicado dos veces por la Contraloría General de la República en los informes que mencioné y por la Dirección Jurídica tres veces también en los informes que mencionamos. En este sentido, sí hay que partir de una premisa importante, la competencia y la responsabilidad y la obligación de velar por la existencia de una Auditoría en el Fondo de Pensiones y Jubilaciones es de la Junta Administradora de Pensiones y Jubilaciones, como asesoría jurídica no nos deja de preocupar que se esté haciendo un traslado del riesgo a esta Corte de una decisión que la Junta no ha adoptado por varios años y que de alguna forma obliga a esta Corte a adoptar medidas de solución.

Entendemos absolutamente necesarias pero que la Junta muy bien pudo haber optado inclusive desde el 2018 o en el mejor de los escenarios desde inicios del año pasado.

En ese sentido, las propuestas que planteamos a esta Corte que se valoren, plantean una situación en cuanto a la necesidad de adoptar una decisión más hay que tener claro que buena parte de las decisiones que pueden adoptarse, pasan por la misma Junta y pasan también por la misma Contraloría General de la República como ahora indiquemos. Lo anterior, en tanto que vamos a ver, cualquier alternativa que se planteé debe partir desde el artículo 20 de la Ley General de Control Interno, que implica esto.

Estamos viendo que las alternativas que deben plantearse no deben ser un mero traslado de plazas de personas o un mero movimiento de personal, la Ley General de Control Interno lo que pide es que debe haber un órgano, no solamente personas que pasó de un órgano a otro, sino que tiene que haber un órgano de control interno, dentro de un sistema de control interno que debe plantearse, en ese sentido las propuestas que vamos a explicar van en función de la necesidad de que las personas que eventualmente puedan avocarse a esto, tienen que ejercer la función con una visión y un funcionamiento de órgano y dentro del contexto general de un sistema general de control interno.

Y definiendo en razón de eso los límites en las relaciones de dirección y jerarquía y la independencia que tienen que tener según lo establece la Ley General de Control Interno y el mismo informe de la Contraloría General de la República, DFOE-EPG-436 del 10 agosto del 2018.

Reiteramos que no debe verse como una visión simple de solamente trasladar o crear dos plazas y pasarlas ahí, sino se tiene una visión integral, una visión sistémica, una visión de control interno en la cual exista un órgano con las competencias y las atribuciones que le establece la Ley General de Control Interno.

Insistimos entonces en financiamiento y lo hemos indicado y la Contraloría lo indicó, en principio tiene que ser asumido por la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, tanto de las plazas que se vayan a destinar como el funcionamiento mismo del órgano.

Conforme a esto, es que también estimamos y tenemos muy presente la necesidad de que se dé una solución al tema, al menos en el corto plazo para ya medidas de más largo plazo en el 2023 y de mayor permanencia, pero no podemos dejar de hacer ver al órgano decisor que en esta medida las decisiones que implican operativizar las alternativas, pasan necesariamente por la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones y -reitero- por la misma Contraloría General de la República, porque el tema propiamente de quien asume o no asume la función de auditoría en un órgano o en un ente, a parte de lo que establece la Ley General de Control Interno, por disposiciones de la misma Ley General de Control Interno debe ser también implementado según lo que disponga la Contraloría.

En el año 2018, mediante resolución R-2DC-83-2018, emitido por el despacho de la Contralora General de la República se emitieron una serie de lineamientos sobre gestiones que involucran a la auditoría interna presentadas ante la Contraloría General de la República y que de alguna forma se ven como de aplicación necesaria complementaria si se quiere adoptar una decisión, hecho este preámbulo que estimamos necesario hacerlo ver por la responsabilidad profesional que nos corresponde.

Hacemos indicación de las alternativas que vemos no perfectas, no ideales, pero son las alternativas que estimamos que podría bastantearse para efectos del año 2022 y dado la situación que presenta en este momento la Junta con respecto al tema de la posibilidad de que exista un órgano responsable de los procesos de auditoría y del sistema de control interno, que tiene que tener la Junta como tal.

Vamos a ver una primera alternativa, una primera opción que en su momento fue inclusive bastanteada o sugerida en la sesión anterior de Corte, es la posibilidad de gestionar licencias con goce de sueldo a personas servidoras ya sea de la administración activa o de la propia auditoría para que aplicando el artículo 81.18 y el 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, puedan ser destinadas a implementar un proyecto y ahorita explico por qué hago la referencia de proyecto, que implemente el sistema de control interno de la Junta y el órgano de Auditoría interna de la Junta.

Porque la Auditoría como tal si va a operar como órgano, tiene que cumplir los requerimientos tanto de la Ley General de Control Interno como los lineamientos sobre gestiones de la Contraloría y eso implica desde valorar cuál es el presupuesto necesario que tiene que tener esa auditoría, cuál es el recurso mínimo de operación como también hacer el plan de trabajo de esa auditoría como también implica empezar a formular el reglamento de esa auditoría, porque todo son imperativos, tanto de la Ley General de Control Interno como los lineamientos.

Creemos que en función de esto, podría aplicarse el 81.18 y el 44 para que otorgue licencias con goce para que equis determinado número de personas servidoras, ya sean de la administración activa que tengan experticia suficiente o lo idóneo de la auditoría, desarrollara un proyecto como proyecto que así lo prevé la norma como proyecto no como simple labor operativa en la formulación de un sistema de control interno y a su vez de la auditoría de la junta.

Reiteramos que no es tampoco la panacea en el tanto y el cuanto obviamente se están tomando recursos del Poder Judicial para esto y lo idóneo tiene que ser recursos de la propia Junta con los fondos previstos para la Junta, pero dada la situación una alternativa podría ser vista en función de esto con las limitantes que a continuación indico.

1) Si son personas servidoras de la Auditoría las que se aplicaran para efectos del artículo 44, o sea los permisos con goce, debe de tomarse en consideración que de conformidad con el artículo 24 de la Ley General de Control Interno, tendríamos que contar con la autorización del señor Auditor interno para poder hacerlo.

2) Habría que formular un proyecto para poder justificar esta razón.

3) Tiene que tener una temporalidad, porque lo que tiene que hacerse es que tiene que haber una auditoría de planta, con funcionarios financiados con recursos con los previstos al momento de creación de la Junta y algo muy importante en todas las soluciones es esta, las personas que se vayan a asignar a esto, necesariamente al menos una de ellas tendría que ser como el responsable del órgano naciente, el responsable de esa auditoría, porque toda vez no es solo trasladar personas, es para implementar el órgano y si fuese así, esa persona que fuese designada por la Junta, tendría que contar con la respectiva autorización de la Contraloría General de la República para fungir como persona responsable de la auditoría, hasta que no simplemente el otro año ya propiamente con personal de planta y se realice como corresponde un concurso que garantice la idoneidad y aparte de eso la independencia de la persona designada.

Los lineamientos sobre gestiones que involucran a la auditoría interna presentado por la Contraloría General de la República, ésta resolución que les dije del despacho de la Contralora, obligan necesariamente a que sí la persona que va a estar a cargo de la Auditoría por equis razón no es producto de un concurso y es por una razón de vacancia, una razón de necesidad, etcétera., ni siquiera se sugiere ese supuesto, toda vez que esto es muy novedoso, esta situación que se plantea pero si obliga a que si esa persona que va a ser designada a cargo de ese órgano o de esa función porque también se ve en un sentido funcional en la Ley de Control Interno y esa persona responsable del equipo de la función como tal y de la rendición de cuentas como tal y de la evaluación ahora que se habló del tema de la evaluación de la actividad, necesariamente tiene que estar previamente aprobada por la Contraloría General de la República para que sea responsable del órgano temporal y hasta que no se realice un concurso, no se haga el nombramiento respectivo.

Obviamente todo el tema de la inversión de recursos financieros y la formulación del proyecto no es menuda cosa, en el tanto como indicamos lo idóneo es que debería ser con recursos de la Junta y no con recursos del Poder Judicial, en el entendido de que estamos en una situación muy excepcional, pues es un tema que podría tomarse en consideración y en el entendido de que siempre se ocupará inversión de recursos.

Una segunda opción es simplemente, es un traslado horizontal de personas servidoras, un tipo de préstamo entre comillas, de ya sea de la administración activa o de la contraloría, para que la junta implemente estas actividades y este proyecto, ya no sería vía permiso con goce y aplicación del 44, sino la figura ordinaria de lo que es movimientos en este caso inter orgánicos.

En este sentido lo que valoramos para poder plantear esto, es que tanto la Procuraduría General de la República como la Contraloría General de la República han avalado que dentro de las mismas administraciones pueda darse préstamos personales de personas servidoras en traslados horizontales y se ha estilado así en convenios de cooperación interinstitucionales, bueno sí ha sido posible desde el punto de vista de traslados intersubjetivos, que sé yo el IMAS le presta una servidora al INAMU por ejemplo, como mayor razón en traslados inter orgánicas dentro del mismo sujeto público que es lo que sería esto.

Nuevamente las observaciones y como limitantes que si eso se llega a plantear y fueran personas servidoras de la Auditoría, pues necesariamente sí requeriríamos la anuencia del señor Auditor, obviamente hay una afectación al servicio que estuvieran prestando estas personas que fueran eventualmente trasladadas, obviamente tiene que tener carácter de temporalidad hasta tanto el 2023, no haya ya un órgano con personas financiadas con recursos de la Junta y un órgano formal de control de la Junta y la indicación también de que tiene que tener una persona a cargo este equipo, este órgano, estas personas que sean la cabeza y esto debe ser debidamente aprobado por la Contraloría General de la República dado que estas personas tendrían a cargo la auditoría de la Junta y una cantidad de recursos considerables, sin un procedimiento concursal previo como debería ser y en esos son los supuestos que prevé, que les dije excepcionales, los lineamientos sobre gestiones que involucran la Auditoría interna de la Contraloría. 

La tercera opción es que la misma Junta realice una modificación presupuestaria para redireccionar recursos para financiar un órgano de control y la implementación de su sistema de control interno para el 2022 y obviamente, ya con mayor permanencia en el 2023. Implicaría que la Junta tendría que revisar dentro de su presupuesto 2022 si puede tocar algunos de los componentes que tienen presupuestarios. De tal manera, que pueda redireccionar los recursos 2022 para financiar y aquí sí habría que analizar si es viable modificar al 2022 relaciones de puestos, incorporando gente a la relación de puestos o eventualmente, contratando servicios profesionales que complementen otras de las alternativas que damos.

Limitantes, bueno, todo el tiempo que puede durar un documento presupuestario porque dependiendo del tipo de documento presupuestario, según el artículo 45 de la Ley de Administración Financiera y Presupuestos Públicos, inclusive, pues tendría que ir obviamente a la Asamblea Legislativa o eventualmente, podría ser de resorte del Poder Ejecutivo, según el tipo de movimiento presupuestario. La cuarta opción es una versión mixta entre permisos con goce de salario, o sea, la primera opción y eventualmente si se quiere apuntalar ya a una labor auditora operativa, ya de que haga auditorías en el 2022, eventualmente ver si se puede hacer algún tipo de movimiento presupuestario o si hay recursos para que se haga una contratación de servicios profesionales o un sujeto que coadyuve en la labor auditora, pero siempre teniendo presente que tiene que haber personas servidoras en la cabeza de ese órgano auditor y esas personas auditoras tendrían que ser designadas, ya sea bajo las modalidades que dijimos y designadas como tales, su cabeza al menos, por la Junta y debidamente aprobado por la Contraloría General de la República conforme los lineamientos que indicamos.

Igual, cualquier movimiento de personal de la Auditoría requiere necesariamente según el 24 de la Ley General de Control Interno, la autorización de la Contraloría General de la República. 

De nuestra parte desearíamos tener alternativas más sencillas, más viables; sin embargo, como indicamos y aquí queremos destacar en protección de este órgano decisor como nos corresponde, tiene que valorarse el nivel de riesgo que deseen adoptar en cuanto a la toma de decisiones, toda vez que, reiteramos, no es este órgano pero sí la Junta desde el 2018 tenía conocimiento que tenía que tener una auditoría de planta y si bien, tenemos claro que esta Corte en ejercicio de la preocupación que mostraron y obviamente, la responsabilidad que evidencia esta Corte siempre a la hora de tomar sus decisiones y siempre en tutela del interés público, el Control Interno y el mismo Poder Judicial, esta Corte nos pidió estas alternativas.

Sí hay que tener claro que las alternativas que se plantean, pues se manejan dentro del margen de la legalidad básica que se establece en esto y que nuevamente resumo: Uno, en dar permisos con goce de salario aplicando el artículo 44 de la Ley Orgánica para efectos de que “x” cantidad de personas servidoras puedan implementar el sistema de control interno y el órgano Auditoría con todo lo que se requiere, para que pueda operar debidamente en el 2023. Eso es viable, sí habría que ver a quiénes se les dan los permisos y como les digo, si es alguien de Auditoría, pues necesitaríamos la anuencia del señor auditor, opción uno. Opción dos, un traslado horizontal inter orgánico entre el Poder Judicial, de manera todos, la anterior y esta temporal para que implemente este proyecto y aparte de eso implemente el órgano de Auditoría temporalmente a efectos que el 2023 sea asumido por personas servidoras de planta de la Junta con recursos de la Junta, como en derecho corresponde. Opción tres, la posibilidad de hacer un movimiento presupuestario para buscar algún tipo de financiamiento del presupuesto ya existente de la Junta y opción 4, una opción mixta de las alternativas anteriores. Reiteramos que la toma de decisiones concreta en algunas de estas cosas es resorte de la misma Junta, es responsabilidad de la Junta, es la Junta la que le toca velar porque tienen que tener una Auditoría, máxime que están advertidos desde hace algún tiempo y si esta Corte pues desea, obviamente en aras del Control Interno General, adoptar decisiones, no puede soslayar, no debería soslayar las competencias propias de la Junta en cuanto ya la operativización concreta de esto por una parte y no se puede soslayar que la designación de las personas, sobre todo la cabeza de esto que va a operar transitoria al 2023 en tanto ya hayan personas que haya participado en un proceso concursal con fondos de la Junta, tiene que ser debidamente aprobado por la Contraloría General de la República según sus lineamientos en esta materia. 

De nuestra parte sería".

MIENTRAS SE HALLABA EN EL USO DE LA PALABRA EL MÁSTER CAMPOS HIDALGO, ENTRÓ EL MAGISTRADO CASTILLO. SALIÓ EL MAGISTRADO ALFARO. 

Señala el Presidencia, magistrado Cruz: "Don Rodrigo ¿Sería temporal cualquiera de las opciones?".

Indica el máster Campos Hidalgo: "Los planteamientos, sí señor, son temporales".

Menciona el Presidente, magistrado Cruz: "Y las opciones se le están abriendo a la Junta, no a nosotros".

Dice el máster Campos Hidalgo: "Vamos a ver. Es que el Poder Judicial tendría también en su momento que ponderar si quiere destinar permisos con goce para Junta, que eso es de Consejo Superior, pero al final de cuentas esa decisión final tendrá que ser la Junta".

Manifiesta el Presidente, magistrado Cruz: "Sí, pero la Junta tendría que hacer la petición dentro de esas opciones".

Interviene el máster Campos Hidalgo: "Sí señor".

Expresa el Presidente, magistrado Cruz: "Sí, yo creo que le abrimos un espacio porque sí sé que ahí ha habido problemas en ese sentido, pero es la Junta la que debe entonces, prácticamente las opciones están dadas para que se pueda hacer como una negociación, no negociación, sino una convergencia para eso".

Señala el máster Campos Hidalgo: "Un planteamiento. Mi sugerencia en este sentido al órgano, es que como usted lo indica, pues la Junta debería hacer un planteamiento, que ese planteamiento tiene que tener un visión de proyecto, pues aquí en la institución hay gente que tiene más expertis que uno en esa materia; pero sabemos que una visión de proyecto tiene un inicio y tiene un final, tiene metas definidas, y entonces, con esto aseguramos una temporalidad de esta medida para subsanar la situación que planteamos con una posibilidad de evaluar ese proyecto, los resultados del proyecto que va a ser el sistema de control interno de la Junta por una parte, la implementación del órgano de Auditoría de la Junta, con miras a que el 2023 ya sí la Junta lo asuma con su personal de planta. Pero, con una visión de proyecto es nuestra sugerencia y como se habla de visión de proyecto inherente es la temporalidad. Sí señor".

Indica el Presidente, magistrado Cruz: "Doña Rocío Rojas".

Menciona la magistrada Rojas: "¿Me escuchan?".

Dice el Presidente, magistrado Cruz: "Doña Rocío Rojas".

Manifiesta la magistrada Rojas: "Gracias. Don Fernando, a mí me ha dado muchas preocupaciones porque, efectivamente hay una responsabilidad de la Junta, pero al menos subsidiaria del Estado costarricense y yo tengo que decirlo con mucha transparencia. Fuimos enterados por los medios de comunicación de que la Junta invirtió, me parece que cerca del 22% de sus fondos en el extranjero y ahorita la Junta Directiva de la Junta, salvo que usted me corrija, pero creo que no estoy equivocada, está conformada de manera interina, a no ser que no me haya enterado yo y que ya estén designados los titulares, o sea, que estas inversiones que son nada pequeñas, se hicieron fuera del país en moneda extranjera, ya sabemos que a nivel mundial, por lo menos lo que he podido ver en los medios económicos especializados, es que inclusive, los valores son negativos en términos de rendimientos económicos en el extranjero y a mí me preocupa muchísimo porque una, o sea, ya sabemos además que una agenda de este, digamos, próximo gobierno es el régimen de pensiones.

Y aquí hay una situación que a mí me parece que nosotros deberíamos antes de tomar una decisión, que obviamente se podría tomar a solicitud de la Junta, yo creo que lo que nosotros deberíamos hacer es dar una alerta a la Contraloría General de la República y al auditor, que en todo caso me parece que será el órgano que tendría que".

Interviene la Secretaria General: "Doña Rocío, se cortó la comunicación. No la escuchamos".

Expresa la magistrada Rojas: "...cumplir del riesgo a la".

Señala la Secretaria General: "Doña Rocío disculpe".

Indica la magistrada Rojas: "...La Auditoría del Poder Judicial ¿Sí? ¿Aló?".

Menciona la Secretaria General: "Doña Rocío, es que viera que lo que dijo antes. Sí, lo que dijo antes no se le escuchó, se le escuchó muy entrecortado".

Dice la magistrada Rojas: "Que raro ¿Sería por el internet?".

Manifiesta la Secretaria General: "Puede ser".

Interviene la magistrada Rojas: "Bueno. No, que voy a intentar de nuevo y resumidamente. 

A mí me parece que este Poder Judicial tiene que hacer un traslado de riesgos a la Contraloría General de la República, debe indicarle que la situación en la que está la Junta, salvo que yo esté equivocada y agradecería si me lo pueden aclarar, está conformada ahorita por persona todo interino, ninguno es titular. En segundo lugar, me parece que no se han hecho las designaciones de las renuncias que se presentaron después de que se fue el señor Montero.

En segundo lugar, la Contraloría cuando dijo que la Auditoría no tenía que intervenir del Poder Judicial, partía de que el órgano podría financiar su propia auditoría y no es así, porque los recursos según los explicó el director interino en ejercicio del Fondo, no tiene cómo determinarlo. Esta Junta, me parece a mí que fue esta la interina, determinó que cerca del 22% y eso lo sé porque me parece que lo leí en La Nación, invirtió en moneda extranjera los recursos del Fondo y según los análisis económicos que yo he visto últimamente, esas inversiones están en negativo. Entonces, a mí me preocupa muchísimo y yo creo que cuando la Contraloría dijo que el Fondo efectivamente tenía que auto financiarse su propia auditoría, no tomó en cuenta que no habían recursos y que la Junta no iba a estar conformada, o sea, hay una realidad que no está considerada en ese dictamen y a mí me parece que nosotros tenemos la obligación como jerarcas supremos, de hacerle ver a la Contraloría cuál es la situación en la que está el Fondo, mandarle una vez que la Junta formalice, porque creo que la otra vez nos solicitó ayuda, pero que lo formalice como un proyecto y enviarle a la Contraloría las opciones para que ella nos determine la viabilidad y eventualmente la responsabilidad, porque aquí la responsabilidad del Estado, al menos si se pierden los recursos el Estado costarricense aunque la Junta tenga personería jurídica instrumental, los terminará pagando y nosotros somos el órgano supremo de este poder de la República, al menos subsidiaria responsabilidad hay y yo creo que habría que informar a la SUPEN y a la Contraloría de que esta situación se está presentando, ese sería paralelamente al escenario de que la Junta presente una solicitud de ayuda, que sería necesario según lo plantea muy bien don Fernando, en los términos de los requerimientos que ellos tendrían.

Estimo que nosotros estamos en la obligación de dar una alerta de lo que está sucediendo con esa auditoría del Fondo y esa sería mi posición. 

Considero que en este momento sí necesitamos autorización de la Contraloría, autorización del auditor, necesitamos primero informarlos de cuál es la condición del Fondo, de cuál es la condición de las inversiones, informarnos nosotros mismos qué sucedió con el dinero que se invirtió fuera en el extranjero ¿Está dando réditos o está dando pérdidas? ¿Cómo está la situación? ¿O definitivamente nadie sabe por qué no hay Auditoría? Es decir, estamos en la obligación de saber qué es lo que está sucediendo precisamente porque si esos fondos, alguna situación que esperamos que no se presenta, los tiene que cargar el presupuesto nacional, eso es definitivo, y nosotros somos los jerarcas supremos, tenemos una responsabilidad invigilando aquí y al menos eso debería concretarse en una información a la SUPEN que es lo que yo pediría y a la Contraloría, presentándole los diferentes escenarios que nos ha planteado don Rodrigo y que la Contraloría sobre esa base y enterada de cuál es la situación de la Junta, pues nos diga que si ella se mantiene en la posición en que la Junta tiene que quedarse así o si el Poder Judicial puede hacer un proyecto para colaborarle, gracias".

Refiere el Presidente, magistrado Cruz: "Gracias, lo que está planteando don Rodrigo son opciones, todavía no tenemos que tomar ninguna decisión, son opciones que esperaría que venga de parte de la Junta, don Roberto Garita".

Manifiestas el magistrado Suplente Garita Navarro: "Yo secundo y comparto la preocupación que formula la magistrada Rojas.

Efectivamente aquí hay un tema de riesgo que es necesario que se pondere por el pleno de Corte, ciertamente como máximos jerarcas del Poder Judicial, hay una responsabilidad invigilando y en la medida en que se evidencie incluso de acuerdo al régimen de fiscalización superior de hacienda pública en la medida que se determine una alerta, o se observen algunos indicios al menos de riesgo, sería conveniente someterlo a conocimiento de las instancias especializadas. Esto, porque al margen de la naturaleza jurídica que el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial le da a la Junta Administradora que ya como bien mencionó don Rodrigo Campos, es un órgano de desconcentración máxima, con personería jurídica instrumental, etcétera, lo que implicaría que en principio es responsable por cualquier deterioro financiero que se produzca, Dios no quiera, pues eso no es óbice para que la Corte si bien es cierto no puede revisar, avocar o sustituir las conductas de esta Junta, si creo que tiene la Corte no solamente un deber, sino un interés legítimo al advertir este tipo de insuficiencias que se vienen dando, no este año, sino entiendo del informe de don Rodrigo desde el 2018.

Cabe señalar, que este tema de obligación de llevar auditorías internas incluso, deriva de las mismas ordenanzas de la ley de protección al trabajador, de todas las disposiciones de SUPEN y de CONASIF, además que lo impone la misma Ley General de Control Interno, entonces independientemente de que sean circunstancias u opciones que se están valorando apenas y que la Junta deba coordinarlas con Corte, sí creo que es un tema que en la medida que genera una alerta temprana, requiere de instancias y de acciones concretas por parte de la Corte, justamente por la urgencia del tema, es que aquí no estamos hablando de un mero riesgo, es del recurso financiero de las trabajadoras y trabajadores del Poder Judicial para su jubilación o su pensión, Dios no quiera un descalabre financiero de ese sistema, a nadie le serviría y nadie lo espera.

Entonces, en ese sentido insisto ya muy concreto, como derivación de esa alerta que nos están exponiendo en este momento y que se viene evidenciando reiteradamente y advertidas y advertidos de las responsabilidades invigilancia que tenemos como jerarcas también por 116 de Ley de Administración Financiera que genera responsabilidad solidaria al tema de Fondos Públicos, pues si sería bueno y comparto con la propuesta de doña Rocío, al menos enterar a la Contraloría para que pueda hacer alguna suerte de intervención, sin perjuicio de las acciones de colaboración y coordinación que Corte Plena pueda realizar con esta Junta Administrativa. Muchas gracias don Fernando".

Expresa la magistrada Zúñiga: "Muchas gracias, señor Presidente, compañeros y compañeras magistradas, muchas gracias, don Rodrigo por la exposición de su informe.

A mí me preocupa que tal vez algunos de los aspectos que nosotros hemos estado exponiendo en esta tarde, como por ejemplo el tema de las inversiones en el extranjero que hasta donde yo tengo entendido, lo que se invirtió fue un 10% y esa es una exigencia de la misma SUPEN y además tengo entendido que eso pasó por el Comité de Riesgos que también lo aprobó.

Pero a mí me parece fundamental que para cualquier decisión que nosotros estemos tomando, se debería de contar para esa decisión con los integrantes de la Junta Administradora, con los integrantes del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, porque me parece que pues nosotros no tenemos como todos los elementos que se podrían considerar, en esto es esencial escucharlos, ellos que viven el día a día con todos los detalles del fondo, recordemos que precisamente el tema se trajo a colación como ya se ha indicado precisamente por un pedido que hacen los mismos integrantes de la Junta.

De mi parte considero esencial el que estén por lo menos algún representante, su Presidente, aquí en esta sesión de Corte. Muchísimas gracias".

Manifiesta el Presidente, magistrado Cruz: "Bueno creo que sería someter a votación la propuesta de don Rodrigo, para ir despejando la agenda, aquí me recuerda don Rodrigo que yo había planteado trasladarle este informe a la Junta, de previo trasladarlo a la junta si están de acuerdo, lo que nos propone don Rodrigo si están de acuerdo lo trasladaríamos".

Sin objeción alguna de las señoras magistradas y los señores magistrados presentes, se acordó: Tener por rendido el criterio jurídico N° DJ-C-128-2022 de la Dirección Jurídica en cuanto a las propuestas de escenarios de solución en cuanto al tema planteado respecto a la implementación de la auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y en consecuencia, trasladar el citado criterio a la Junta Administradora de dicho Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para su estudio y posterior informe a esta Corte. 

Los magistrados Castillo, Rueda, Salazar Alvarado, Araya, Garro y el Suplente Garita Navarro se abstienen de votar.
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Indica la magistrada Rojas: "Don Fernando yo si quisiera pedir por favor que se comunique la situación a la SUPEN y a la Contraloría, la situación actual de la Junta, su conformación y su falta de auditoría. Bueno respeto si la Corte no lo hace porque no me corresponde a mí unipersonalmente sino como parte del órgano pero en caso de que se resuelva no hacer la comunicación de la situación en la que están de falta de auditoría y de no conformación de sus titulares, me parece que nadie me corrigió por lo que creo que estoy en lo cierto, si me gustaría que quede constando en las actas de Corte que mi petición adicional está relacionada con dar esa alerta, gracias".

Aclara el Presidente, magistrado Cruz: "Sí, tiene dos partes, una es que le pongamos en comunicación a la Junta esta propuesta que hace don Rodrigo y la otra es la propuesta que usted hace doña Rocío de poner en autos o en conocimiento de la Contraloría el tema de las deficiencias de auditoría".

Interviene la magistrada Chacón: "Muchas gracias, don Fernando, disculpe bueno, yo sé que efectivamente estamos en algo muy puntual que refiere contar con una auditoría para el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, pero quería reiterarlo porque en diferentes oportunidades he reiterado la necesidad a la Presidencia de la integración de los miembros del Fondo, que a mí me parece que esto es algo que hay que verlo con urgencia y que ahí tiene que haber una alternativa entiendo yo de lo que hemos visto aquí en las sesiones de Corte que se iban a hacer varias gestiones para efectos de buscar a ver si se podía hacer la elección y sustituir a los miembros que renunciaron en el fondo verdad de pensiones del Poder Judicial, pero a mí me parece con todo respeto esto es un asunto sumamente urgente que amerita primero también la conformación de ese órgano como tal, para que la estructura funcione como tal.

Entonces, sí quería hacerle ahora que estamos hablando de esto, porque pasamos a otros asuntos y ya no tenemos oportunidad, hacerle una instancia muy especial a la Presidencia para efectos de que lo valore y que pueda en un corto plazo, muy corto plazo poner una solución definitiva a la integración de los miembros del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial que me parece que es sumamente urgente. Gracias".

Responde el Presidente, magistrado Cruz: "Sí ha habido diligencias de la Presidencia, pero en este momento no me voy a poner hacer el recuento, pero oportunamente en la próxima sesión se puede hacer".

Agrega el magistrado Rueda: "Muchas gracias don Fernando, a esa propuesta de remitir esto a esta Junta de Administración, yo quisiera que se le pusiera un plazo, porque este asunto ya viene de larga data y concuerdo con lo que han expresado las compañeras y compañeros en el sentido de que es un tema muy urgente y yo apoyaría también la moción también de la magistrada Rojas en relación con la temática en concreto".

Señala el Presidente, magistrado Cruz: "Si así es pondríamos a votación la notificación o poner en conocimiento de la Contraloría el tema que hemos hablado de las deficiencias en el tema de auditoría, ya doña Sandra expuso que le parecía que había que dar audiencia previa, pero hay otros magistrados y magistradas que proponen que lo sometamos a votación y lo notifiquemos a la Contraloría".

Consulta la magistrada Varela: "Don Fernando, tengo una duda, porque bueno la problemática de personal que ha evidenciado la Junta, los administradores del fondo, están señalando justamente que tienen ese problema, no lo han podido resolver ellos, la Corte en realidad ponerlo en conocimiento de la Contraloría General de la República, vamos a ver la relación directa es de control que tiene que estar por los administradores del fondo de la Junta, ok, la Corte en realidad esta como un tercer interesado, porque a nosotros nos están pidiendo colaboración para resolver el tema del personal, en consecuencia, nosotros no hemos podido, porque está en el proceso para el nombramiento de los en propiedad por las renuncias que se han dado, entonces nosotros irles a decir a la Contraloría, es la duda que tengo, ir a decirle a la Contraloría está en riesgo el tema del auditoraje interno de la junta, por decirlo coloquialmente ir a acusarlos de que están debiendo.

Entonces, me pregunto, es que es competencia de esta Corte hacerlo, yo entiendo por lo que señalan los compañeros y tal vez doña Rocío que aclare un poquito más porque tiene que ser Corte que le traslade a la Contraloría una información que ya la Contraloría conoce y alertó precisamente a la administración del fondo".

Responde la magistrada Rojas: "Vea doña Julia el asunto aquí parte no hay que perderlo de vista, lo trajo aquí a colación el auditor porque la Contraloría General de la República le dijo al auditor usted no puede auditar la Junta porque por disposición expresa la Junta tiene que tener una auditoría propia, los miembros de la Junta nos dijeron de manera informal, obviamente ellos tienen que formalizar su gestión a Corte, no hemos podido porque no tenemos recursos, de hecho quien trabaje en la Junta hasta lo hace ad honorem y necesitaríamos que la Auditoría del Poder Judicial nos colaborará hasta que pudiéramos con lo que ya hemos presupuestado para el próximo año, tener esta auditoría.

Lo cierto, lo dijo el Presidente aquí en Corte es que en este momento no tenemos esa auditoría y hay un porcentaje de los fondos que se invirtieron en el extranjero y bueno yo la verdad es que tampoco voy a apostar por dar el monto, porque como les digo no he sido informada de manera directa, lo vi en un periódico y puede ser que me equivoque en el monto ni lo voy a determinar, pero si hay unas inversiones digamos.

Yo no sé, desconozco, le agradezco a doña Sandra la información que me dio, yo no sé cómo se hizo esa inversión ni nada, lo que pasa es que quien tendría que fiscalizarlos es una auditoría y entonces, se le impidió a la Auditoría del Poder Judicial intervenirla, porque había una ley. Pero, ahora resulta que no tienen recursos, hay una acción de inconstitucionalidad que les impide además, mover recursos porque no saben en qué va a parar esa acción, así dijo el Presidente de la Junta, ellos están sin esa necesidad, necesitan ese apoyo de Auditoría, lo han pedido y la Auditoría, en principio la Contraloría dijo que no partiendo de que todo estaba normal, pero encima viene y casi que la mitad de la Junta, sino toda, no lo sé, renunció y toda la Junta ahorita es interina y hay un procedimiento legal para designarlos, el procedimiento hay que hacer los concursos, publicarlos y tiene que participar la población y Corte, etcétera, no es un procedimiento ni fácil, ni sencillo, porque además, es una gran responsabilidad y es gratuita.

Esa situación del Fondo no es irlos a acusar, es decirle a la Contraloría, la Corte le informa que está es la situación del Fondo que no tiene tal y tal, para lo que estime conveniente. 

Yo lo que digo es poner en conocimiento de los órganos y me parece que de la Superintendencia también y hasta del CONACIF, ponerlos en conocimiento de la situación para que ellos como órganos de control determinen qué hacer. Entre tanto, se ponen las alternativas de mano de la Junta porque no son incompatibles y pero a mí sí me parece que el aviso lo tiene que dar esta Corte ¿Por qué? Porque nosotros no somos terceros interesados, es decir, el órgano depende de este Poder de la República ¿Y eso qué significa? Que, aunque responde con sus propios recursos, si por “a” o por “b” no le alcanzan o se pierden, el responsable es el Estado, es el presupuesto del Poder Judicial de Costa Rica.

Al menos subsidiariamente tendríamos responsabilidad y esto lo ha dicho reiteradamente la Sala Primera con respecto a los órganos con personería jurídica instrumental. Entonces, nosotros no podemos desatendernos, ni ver que hay una situación de continuidad en el control y no indicársela a los órganos competentes.

Me parece que es nuestra responsabilidad; lo que yo estoy pidiendo es que se haga la comunicación correspondiente y que a la Junta se le manden las alternativas para que todo el mundo esté enterado de qué está pasando y nosotros podamos tomar la mejor opción, pero con los órganos que justamente le impidieron a la Auditoría Interna continuar controlando el Fondo, que se entere que, entonces, se quedó sin ese control. Eso es todo lo que yo querría. Gracias".

Señala el Presidente, magistrado Cruz: "Don Rodrigo quería hacerme una observación y luego doña Silvia me hizo una observación sobre lo que se hizo en sesión reciente".

Indica el máster Campos Hidalgo: "Vamos a ver, es solo para coincidir con la magistrada Rojas en su apreciación de la necesidad de hacer alguna acción por parte de esta Corte de también poner en conocimiento la situación. Básicamente es porque mantenemos una relación inter orgánica, o sea, la Junta pertenece al Poder Judicial, si bien tiene una naturaleza jurídica muy particular en la que no se les puede dar ni órdenes, ni avocarse la conducta, pero mantiene la relación inter orgánica con el Poder Judicial. Al mantener la relación inter orgánica con el Poder Judicial, esta Corte aun así si tiene alertas, si tiene vestigios, si estima conforme a su criterio que hay necesidad de adoptar alguna medida relacionada con el tema de control, como inclusive es lo planteado la puesta en conocimiento, es inherente a las obligaciones del jerarca que están en el artículo 12 de la Ley General de Control Interno, que forma parte de la necesidad de un adecuado ambiente de control y las valoraciones que se tienen que hacer por parte del jerarca en la toma de decisiones; en este sentido si bien, eventualmente puede hacerse ya luego otras valoraciones de qué tanto riesgo puede haber o tanto riesgo no haber ya en acciones concretas, pero si esta Corte estima que la ausencia de una auditoría puede generar un riesgo como lo genera, pareciera sano que el jerarca lo haga así ver, en el sentido es como decirle al órgano de control, mire nos estamos enterando de esto, estamos muy preocupados, ayúdennos a buscar una solución porque nosotros como órgano máximo de gobierno del Poder Judicial, estimamos que es necesario que se haga alguna medida porque esto no puede seguir así.

Entonces, en este sentido sí se estima oportuno y necesario la puesta en conocimiento que se haga de esto como una demostración del control y la preocupación del jerarca de la situación que se está planteando".

ENTRA LA MAGISTRADA GARRO. 

Menciona la licenciada Navarro: "Yo también quería darles una información. En la sesión 10-2022 del 28 de febrero del 2022, artículo XIV, fue cuando se conoció el informe de la Dirección Jurídica en donde se hacía ver que el universo auditable con respecto al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no era responsabilidad de la Auditoría del Poder Judicial. 

Aquí ese acuerdo en donde se tuvo también por rendido el informe que dio el señor Director Jurídico, también la Secretaría General lo hizo de conocimiento de doña Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, con un oficio el 265-2022 de 17 de marzo de 2022, también, tal vez para información de todos y todas en el sentido de que por lo menos la SUPEN está informada de la situación que se está presentando en el Poder Judicial con respecto a la Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones".

Dice la magistrada Varela: "O sea, ya se dio la alerta".

Manifiesta la licenciada Navarro: "A la SUPEN nosotros le hicimos un oficio".

Interviene la magistrada Rojas: "A Contraloría no, que es la que impide que hayamos tomado, o sea, la Contraloría fue la que le impidió al Auditor del Poder Judicial continuar, hasta que ellos tuvieran su propio Auditoría, continuar fiscalizándolo, hubo una prohibición expresa, pero esa prohibición expresa se da en mi humilde opinión, puede ser que esté equivocada, sin conocer las circunstancias del Fondo; entonces, yo creo que hay que alertar a la Contraloría e inclusive, de la situación del Fondo que está por suplentes, que está haciendo inversiones, que no hay fiscalización y que en razón de la orden que ella giró, tampoco la Auditoría del Poder Judicial está interviniendo. Eso es".

Expresa el Presidente, magistrado Cruz: "Bueno ya. Nada más les informo, ya tuvimos una reunión con doña Rocío Aguilar y los miembros de la Junta hace como unos 15 días, a propósito de estos temas. Pero, vamos a someter a votación la propuesta de doña Rocío Rojas".

Señala la licenciada Navarro: "Le solicito a las señoras magistradas y a los señores magistrados que no se han conectado al sistema de votación que, por favor, se conecten".

Indica el magistrado Castillo: "¿Don Fernando?".

Menciona el Presidente, magistrado Cruz: "Sí señor".

Dice el magistrado Castillo: "Fernando Castillo ¿Cómo está usted?".

Manifiesta el Presidente, magistrado Cruz: "Sí, sí. Bien gracias a Dios".

Interviene el magistrado Castillo: "Me alegra mucho señor Presidente. ¿Usted me permite el uso de la palabra?".

Expresa el Presidente, magistrado Cruz: "Con mucho gusto".

Señala el magistrado Castillo: "No, es para, es que nosotros tenemos una acción pendiente en la Sala Constitucional donde se está cuestionando la existencia o no de la Junta de Pensiones, ya en sesiones atrás se le permitió a la Sala que se abstuviera de votar sobre este tema. Entonces, a ver si sería tan amable de permitirle a las compañeros y compañeros de la Sala poner la abstención".

Indica el Presidente, magistrado Cruz: "Sí claro. Yo no lo sigo, pero comprendo los argumentos. Porque cuando se diga que ya no existe, pues estuvo bien para lo que existió".

 Manifiesta la magistrada Rojas: "Don Fernando una pregunta. Es que un acto de comunicación es un acto de trámite que, además, por su naturaleza aquí no tiene efecto propio y a mí me parece que para un acto de trámite como es poner en conocimiento no hay una manifestación de voluntad, porque es un acto de trámite, ponerla en conocimiento de algo que existe. Entonces, yo no entiendo cuál sería la imposibilidad de algunos compañeros de participar en la adopción de este acto de gobierno judicial. Gracias".

Interviene el Presidente, magistrado Cruz: "Bueno, ellos estiman que tienen una acción pendiente, por eso no participan".

ENTRA EL MAGISTRADO ALFARO.

Refiere la magistrada Zúñiga: "Disculpe don Fernando, puedo intervenir, si es que en la opción de votación yo preferiría que se indicara como opción de votación acoger el informe de la Dirección Jurídica que habla del traslado a la Junta y como segunda opción acoger el informe de la Dirección Jurídica más la petición que hace la magistrada Iris Rocío".

Interviene la magistrada Rojas: "De hecho yo preferiría que no se dijera eso, y comunicar la situación a la Contraloría General de la República, que en realidad es la gestión planteada".

Aclara la Secretaria General: "Perdón, entendí que ya el traslado a la Junta si se había determinado y se dispuso que sí con la abstención de los magistrados de la Sala Constitucional".

Dice la magistrada Zúñiga: "Es que me parecía como más claro, pero está bien muchas gracias".

Añade la magistrada Rojas: "Que se comunique a la Contraloría, nada más, es un acto de comunicación que es un acto de trámite".

Indica la Secretaria General: "Mejor lo voy a hacer nominal, porque están los 22, para no atrasar más".

Manifiesta la Secretaria General: "Voy a iniciar la votación.

Por mayoría de doce votos, se dispuso: Que se haga de conocimiento de la Contraloría General de la República la situación de la auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Así votaron las magistradas y los magistrados Rivas, Rojas, Vargas, Aguirre, Varela, Olaso, Chacón, Ramírez, Alfaro, las suplentes Vargas Vargas, Jiménez Ramírez y Víquez Vargas. 

El magistrado y las magistradas Cruz, Solano, Zúñiga y el Suplente Segura Bonilla votaron por no hacer de conocimiento de la Contraloría General de la República la situación de la auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

La magistrada y los magistrados Castillo, Rueda, Salazar Alvarado, Araya, Garro y el Suplente Garita Navarro se abstienen de votar. Se declara acuerdo firme.”
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Manifestaciones de los integrantes:
Manifiesta el licenciado Arnoldo Hernández Solano, su descontento con lo indicado por los magistrados y magistradas, Iris Rocío Rojas Morales y otros, con desconocimiento total de la situación, por lo que solicita se incluya la planificación de las Inversiones, que se duró 2 años, con todas las reuniones, etc, para que vean que se hizo un buen trabajo. Además, que hay que refutar lo indicado por el Director Jurídico, de que la Junta, está advertida desde el 2018, cuando se han hecho varias solicitudes, con el fin de subsanar esa situación.
Señala el máster Oslean Mora Valdez, que lo más adecuado sería acoger la propuesta que hace la Corte Plena, y obtener las plazas para la auditoría interna de la JUNAFO, mediante permisos con goce de salario y sustitución, de conformidad con el artículo 44 de la Ley Orgánica el Poder Judicial.
Indica el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que hay que ser enfático, en que los permisos sean hasta que se nombre a las personas, ya que, que el dinero está a partir de enero 2023, no quiere decir, que estén nombradas las personas.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo acordado por la Corte Plena, en sesión N° 17-2022, del 04 de abril de 2022, artículo XXI, sobre la situación de la auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Solicitar a la Corte Plena, la aprobación de las plazas para conformar la Auditoría de la JUNAFO, mediante permiso con goce de salario y sustitución de conformidad con el artículo 44 de la Ley Orgánica el Poder Judicial, a personal de la Auditoría del Poder Judicial, capacitado, que conozca el tema del Fondo de Jubilaciones, pagadas con presupuesto del Poder Judicial, hasta el tanto se nombren a las personas en la Dirección de la JUNAFO. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO XVII
Documento Nº 465-2022
La licenciada Angie Ampié Gutiérrez, Prosecretaria de la JUNAFO, mediante nota recibida el 3 de mayo de 2022, presentó la siguiente gestión:
“En sesión N° 16-2022 del 19 de abril de 2022, artículo II, se dispuso por parte de la Junta Administradora, que las personas servidoras de la Dirección de la JUNAFO, laboremos 2 días presenciales y 3 días de teletrabajo, a partir del 1 de mayo de 2022, y hasta por 6 meses, condicionado a las directrices que pueda emanar la Corte Plena o el Consejo Superior. 

En relación con lo anterior, es que respetuosamente solicito se me conceda continuar realizando mis labores bajo la modalidad de teletrabajo durante los 5 días de la semana, desde mi residencia en Artola, Sardinal de Carrillo, Guanacaste, o bien, asistir a la oficina, los días que sesione la Junta Administradora de manera presencial, y/o en los casos que la Administración lo requiera, debido a que según lo indica el “Reglamento para regular la modalidad de prestación de servicios en teletrabajo en el Poder Judicial”, dicha modalidad es aplicable a aquellas personas servidoras judiciales que la naturaleza de sus funciones y las actividades que desarrollan en sus puestos de trabajo, así lo permitan. 

Para poner llevar a cabo las funciones que realizo, necesito tener acceso a internet, el Sistema Integrado de Correspondencia Electrónica (SICE), Microsoft Teams y correo electrónico, por lo que el perfil de mi puesto como Prosecretaria, se ajusta a la modalidad de teletrabajo conforme a los perfiles definidos por la Dirección de Gestión Humana, y tengo la capacidad demostrada de laborar bajo esa modalidad, dado que, a lo largo de los últimos 2 años, el desempeño en mis funciones ha sido el normal, sin necesidad de tener que trasladarme a la oficina.

En lo referido a las condiciones para la prestación del servicio bajo la modalidad de teletrabajo, es menester indicar que, cuento con el contrato de teletrabajo donde se señala la residencia desde donde realizó el teletrabajo, un plan de trabajo, avalado por la jefatura, sujeto al cumplimiento de objetivos, metas, indicadores, actividades y entregables previamente establecidos por la persona superior jerárquica, los cual se puede evaluar mediante los informes de teletrabajo y de evaluación del desempeño que se realizan periódicamente. Asimismo, he realizado la inversión económica para contar con el equipo tecnológico y de mobiliario necesario, e inclusive mejor, ya que no cuento con equipo ergonómico institucional, para poder realizar mis labores de la mejor manera, incluida una silla ergonómica, escritorio a la medida, lámpara de luz led blanca, ventana con iluminación y ventilación natural, que no esté de frente, aire acondicionado, computadora portátil institucional y personal, con soporte, monitor extra, teclado y mouse, internet banda 30 MB// 30 MB, En caso de tener fallo en el internet, o la luz, cuento con la casa y guardería de mi madre, casa y restaurante de mi suegra, a menos de 300 metros de mi casa, o si bien fuera necesario presentarme en un recinto judicial, puedo hacerlo en el Juzgado Contravencional de Filadelfia a 15 minutos de donde vivo, o bien a los Tribunales de Justicia de Liberia a 35 min, aproximadamente. 

Es importante señalar también que, en la Dirección de la JUNAFO, tenemos una buena práctica, que no se tiene en muchas oficinas judiciales, y es la constante comunicación, por Teams, entre personas servidoras y con la jefatura también, es decir, una línea directa, para reuniones, consultas y demás, lo que nos ha hecho tener otra perspectiva en cuanto al teletrabajo y la comunicación, entre los miembros de la oficina.

De la misma forma, en pro de velar por el auto cuido de su salud y bienestar, por medio de la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, es que remito esta gestión, ya que me es difícil tener que trasladarme a San José, semanalmente, los gastos en gasolina, hospedaje, comida, sobre limitan mi salario, y mi salud, debido a que tengo que manejar durante muchas horas, lo que me provoca dolores de espalda bastante fuertes, y mucho cansancio, ya que por lo general viajo de madrugada o de noche, para cumplir con el horario laboral, y demás labores extra horario, y cuando viajo fines de semana, se me limita el tiempo de descanso y ocio. Mi intención es poder cumplir con mis labores de la manera más óptima, en equilibrio con mi vida personal, así como mi salud.

Cabe indicar que para la presentación de esta gestión cuento con el visto bueno de la jefatura el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la JUANFO.

Adjunto fotografías de mi estación de trabajo.



…”
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Manifestaciones de los integrantes:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, indica que no se ve obligado a que, si una persona se traslada a vivir a otro lugar, se le tenga que dar beneficio para el traslado. Pero que le surgen varias dudas, sobre las características de plaza, si está dentro del rango 4 x 1, que indicó el Consejo Superior.
Indica el doctor Juan Carlos Segura Solís, que a partir del 1 de mayo se tiene que tener la presencialidad lo más que se pueda. 
Agrega el máster Rodrigo Arroyo Guzmán que, si se acepta a la compañera, se van a recibir más solicitudes, y puede haber consecuencias.
Dice el licenciado Parris Quesada Madrigal, que no es posible, porque no tiene características globales, que dependiendo del contrato se podría mantener hasta el tanto Corte Plena, no disponga de un cambio sustancial.
El máster Alexander Arguedas Vindas, señala que, en lo laboral, no se puede dejar la parte humana, porque puede crear un beneficio para los colaboradores que quieran los mismo. Sin embargo, el votaría por conceder un día de presencialidad.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Denegar la gestión presentada por la licenciada Angie Ampié Gutiérrez, Prosecretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en consecuencia, mantener el acuerdo tomado por la JUNAFO, en sesión N° 16-2022 del 19 de abril de 2022, artículo II, donde se dispuso, que las personas servidoras de la Dirección de la JUNAFO, laboren 2 días presenciales y 3 días de teletrabajo, a partir del 1 de mayo de 2022, y hasta por 6 meses, condicionado a las directrices que pueda emanar la Corte Plena o el Consejo Superior. 
El máster Alexander Arguedas Vindas, vota por otorgarle un día presencial, y cuatro de teletrabajo.
Se procede con la votación, y se aprueba por mayoría.
ARTÍCULO XVIII
Documento Nº 476-2022
Se refiere el licenciado Parris Quesada Madrigal, a los concursos de las plazas vacantes, y consulta, sobre los concursos que están actualmente en la Dirección de Gestión Humana, de las plazas vacantes. Además, propone que, las personas que vayan a ser nombradas en esas plazas, tengan al menos, la aplicación de una evaluación del desempeño, ya ejecutada en la Junta Administradora.
Manifestaciones de los integrantes:
Informa el máster Oslean Mora Valdez que, por un acuerdo de la Junta Administradora, donde se hace una instancia a la Dirección de Gestión Humana, para que se agilizaran los concursos de las plazas vacantes de la Dirección de la JUNAFO, Gestión Humana, tiene en este instante, el concurso de puestos asistenciales, es decir, 2 asistentes de prosecretario, y 2 técnicos administrativos, y que para el resto de las plazas hay que recordar que hay plazas ordinarias que estarían sujetas a poder ser sacadas a concurso público, y hay otras extraordinarias que no pueden ser sacadas a concurso público. Además, señala que la Dirección de Gestión Humana, espera sacar a concurso las plazas hasta el segundo semestre de este periodo. Y que con respecto al segundo punto que habla don Parris, que sería improcedente con las personas ajenas al Poder Judicial, y dejaría de ser un concurso público, y se limitaría a las personas que trabajan dentro de la Dirección de la JUNAFO.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo expuesto por el licenciado Parris Quesada Madrigal y el máster Oslean Mora Valdez, y trasladar a la Dirección de la JUNAFO, para lo de su cargo.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
-o0o-
A las diez horas veintisiete minutos terminó la sesión.



Doctor Juan Carlos Segura Solís          Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Presidente Junta Administradora         Secretario Junta Administradora
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1.1 Antecedente: 



En atención a lo consignado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.°18-2020 del 01 de junio de 2020 artículo VI, la Dirección de la Junta Administradora del FJPPJ, Subproceso Administrativo Financiero, realizó el análisis comparativo de títulos valores de las inversiones relativas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con los estados remitidos por el BCR Custodio.



Asimismo, en cumplimiento con lo establecido en el Reglamento de Gestión de Activos artículo N.º 53 sobre el control de cumplimientos de las condiciones del servicio de custodia de valores, que establece:



“…Las entidades reguladas deben observar que las entidades de custodia, a lo largo del tiempo cumplan con lo siguiente:



a. El envío por parte de las confirmaciones de cualquier movimiento en las cuentas de los fondos, luego que estos se produzcan.



b. Reporte periódico a la entidad regulada del detalle de títulos bajo su custodia, así como los ingresos y salidas de efectivo producto del pago de intereses, dividendos, comisiones y cualquier otro que corresponda.



c. Control de las transacciones que registra la entidad de custodia. Para lo anterior, los mecanismos de control deben procurar al menos la conciliación diaria de las posiciones.



d. Las operaciones con valores por cuenta de los fondos administrados deben ser aceptadas por la entidad regulada ante la entidad de custodia, dentro de los plazos del ciclo de liquidación…”



1.2 Procedimiento:



El procedimiento que se realiza consiste en constatar los instrumentos financieros, que respaldan las inversiones con títulos valores desmaterializados[footnoteRef:1], así como los títulos valores físicos, relativos a las negociaciones directas efectuadas con recursos económicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial; lo anterior, de acuerdo con la información obtenida con corte al 31 de marzo de 2022. [1: Son anotaciones en cuenta que carecen de un documento físico.
] 


1.3 Situaciones detectadas:



En cuanto a los cupones se realizaron varios intentos con el propósito de determinar el método más adecuado para ejecutar la conciliación de éstos, lo cual generó la inversión de tiempo y esfuerzo dado la complejidad de la estructura de la información contenida en el estado de cuenta, producto de lo cual se identificó:



· Los cupones se reflejaban agrupados por número de ISIN y fecha de vencimiento por lo que no es factible conciliarlos individualmente.

· Se identificó que algunos cupones presentan tasas y montos de interés que difieren levemente a los registrados en el Sistema Integrado de Carteras de Inversión (diferencias en decimales). 



Por otra parte, es importante indicar que algunas diferencias presentadas en meses anteriores, correspondían a la diferencia en la metodología del cálculo de intereses para inversiones con tasa variable; sin embargo, conforme a reunión sostenida con el BCR Custodio se determinó que éstas diferencias corresponden a cupones de intereses proyectados (dado que la tasa de interés se calcula en la fecha de inicio de cada cupón), por lo que no se reflejan en los resultados obtenidos en la presente conciliación.



Para este período, el análisis comparativo de la información brindada por los emisores y ente custodio, contra los controles que para los efectos se llevan de los instrumentos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se presenta diferencias de escasa relevancia, a continuación, el detalle: 

[bookmark: _Toc263067315][bookmark: _Toc394419789][bookmark: _Toc20206012]
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II. SEGUIMIENTO Y CONCLUSIONES



En términos generales se considera que los resultados del análisis comparativo de instrumentos son satisfactorios, con excepción de la conciliación de los cupones, siendo que hay diferencias no significativas las cuales se deben a:

· El Custodio del Banco de Costa Rica (BCR), remite estado de cuenta que no contiene toda la información necesaria, para conciliar con el Sistema de Cartera de Inversiones (SCI).

· En algunos cupones, se presentan diferencias entre el monto del Sistema de Cartera de Inversiones (SCI) y el contenido en los estados de cuenta del BCR, esto producto de ajustes en el proceso de convertir tasas brutas a tasa neta, conforme la exoneración del impuesto sobre la renta que goza el FJPPJ.   

En complemento a lo anterior, se determinó que las diferencias encontradas son justificables, para lo cual se subsanaron las diferencia que existía en los cupones en colones. 











				Lcda. Yesenia Flores Chacón



		Jefa, a.i. Subproceso Administrativo Financiero

Dirección de la JUNAFO
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Analisis comparativo de Titulos Valores
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Al 31 de marzo de 2022

COLONES

DOLARES Participaciones Fl (2)

LIBROS BANCOS LIBROS BANCOS LIBROS BANCOS
Principales 483700 715 200,05 483700715 198,01 62771556,79 62771556,78 616 217,00 616 217,00
Intereses 195 656 034 570,82 195 655 861 048,87 13183137.11| 1318327928
Total registrado 679356749770.87 |  @679356 576 246,88 |  $75954693,00)  $75954836,06 616 217,00 616 217,00

BCR Custodio
Diferencia en principales -
Diferencias en tasas de interés.

Diferencias de redondeo

Diferencias de redondeo 204 0,01

Consultas Efectuadas 1 17352195 ($142.1

Diferencia por metodologia
Inversiones de otras dependencias

679356 749 770,87 | (679 356 749 770,87 $75954693,90|  $75 954 693,90 616 217,00 616 217,00

Saldos ajustados.

Diferencia - - N T

Notas:

(1) Las diferencias indicadas corresponden a ajustes de redondeo en el proceso de convertir tasas brutas a netas conforme la exoneracion de impuesto de la renta que goza el FJPPJ.

(2) Se refiere alos Fondos de inversion cerrados adquiridos a través de las sociedades administradoras de Fondos de inversion (SAFI), asi como las participaciones en inversiones de
Mercados Internacionales.
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